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X.
OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Petición:


-
De 58 señoras y señores diputados quienes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52, N° 1, letra c) de la Constitución Política de la República y el artículo 297 del Reglamento de la Corporación, solicitan la creación de una Comisión Especial Investigadora “acerca de todos los hechos vinculados a las denuncias sobre eventuales irregularidades cometidas en perjuicio de la Empresa Nacional de Minería (Enami), en el período 2010-2013; especialmente aquellos que han dado origen a la deteriorada situación financiera en que se encuentra actualmente; el eventual uso político que se dio durante la administración anterior a sus recursos, particularmente en materia de contratación de ejecutivos. Asimismo, la Comisión deberá recabar todos los antecedentes relativos a las actuaciones de la empresa, incluyendo al directorio, en relación con sus deberes de dirección y supervisión, atendido el alto impacto patrimonial de estos hechos, esclareciendo la razón de las fallas en los mecanismos de gestión y control, e investigar los hechos denunciados por su vicepresidente ejecutivo, don Roberto de Groote, relativos a la situación financiera, inversional y de caja de Enami, así como la eventual pérdida o extravío de mineral”. Para el cumplimiento de su propósito, la referida Comisión Especial deberá rendir su informe en un plazo no superior a 120 días y para el desempeño del mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional. 


2.
Comunicación:

-
Del diputado señor Espejo por la cual justifica su inasistencia a la sesión del día de hoy, miércoles 23 de abril en curso. 



 Respuestas a oficios 



Contraloría General de la República

-
Diputado Espinoza don Fidel, Informe a esta Cámara sobre la legalidad en las actuaciones del Director Regional del Servicio Agrícola Ganadero de la región de los Lagos en los últimos cuatro años. (26643 al 14164).


-
Diputado Sandoval, Considerar los planteamientos expuestos en la solicitud adjunta, frente a la respuesta de la Subsecretaría de Obras Públicas al oficio por vigas enterradas en Valle Chacabuco. (26647 al 5491).



Ministerio de Agricultura


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Poner en su conocimiento la situación que afecta a los apicultores de la Región de O'Higgins, quienes están sufriendo la pérdida de parte importante de su producción de abejas, y solicitarle tenga a bien disponer las medidas que sean procedentes para revertir tal situación, en especial lo relativo a las fumigaciones (2130 al 257).



Ministerio Público


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Antecedentes respecto de la coordinación que lleva adelante esa Fiscalía Regional, para la prevención, fiscalización administrativa y persecución penal de la llamada “guerra del loco” (65 al 145).



Ministerio Medio Ambiente


-
Diputado Pérez don Leopoldo, Antecedentes de impacto medioambiental por instalación de planta de residuos en comuna de La Pintana (140562 al 14243).


-
Diputado Jaramillo, Información sobre eventual intervención de ribera del río Bueno (140563 al 14052).


-
Diputado De Urresti, Informe respecto del proyecto hidroeléctrico central Osorno y sus efectos en el complejo ceremonial Ngen Mapu Kintuante, sitio sagrado de la cultura mapuche williche, ubicado en la localidad de de Carimallín, en la comuna de Río Bueno (140604 al 14279).


-
Diputado De Urresti, Proyectos ingresados a evaluación entre los años 2000 y 2014, indicando la región, el sector productivo, tipo de proyecto, evaluación realizada (140605 al 14205).


-
Diputado Rincón, Medidas que se han adoptado para paliar la grave contaminación que afecta al sector norte de la región de O'Higgins, principalmente a las comunas de San Francisco de Mostazal, Codegua y Graneros, así como disponer una fiscalización en torno a este grave problema, informando, asimismo, si han realizado a este respecto procesos de fiscalización y, o sancionatorios (141420 al 241).



Empresas del Estado

-
Diputado Chávez, Estado de ejecución del proyecto Biotrén en la comuna de Coronel (008 al 4).


-
Diputado Carmona, Denuncia del supuesto robo de concentrado de cobre que afectó recientemente a la División Salvador de CODELCO, las fallas en los controles internos en la división y el despido de personal del estamento de supervisores por adulteración de datos referidos a la producción y costos, así como por su responsabilidad en el robo de petróleo en la misma. (52 al 233).



Intendencias

-
Diputada Provoste doña Yasna, Informe sobre estado de pagos subcontratistas locales por construcción de relleno sanitario en Vallenar (371 al 77).



Servicios

-
Diputado Robles, Posibilidad de incorporara a las comunas de Huasco y Freirina en los programas de apoyo a los crianceros de ganado caprino considerando su cercanía con la Región de Coquimbo, en la que se aplican. (2101 al 272).



Varios

-
Diputado Farías, Estado de tramitación de la denuncia efectuada por la junta de vecinos “Parque Universitario”, unidad vecinal N° 20 de la comuna de Macul, respecto de ruidos molestos, malos olores y emanación de gases tóxicos que genera la empresa Dictuc S.A, que funciona en la dependencias del Campus San Joaquín de la Pontificia Universidad Católica de Chile y disponer una inspección personal. (141432 al 354).


XI.
PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

-
Diputada Álvarez doña Jenny, Acciones dispuestas para revertir la demora en la ejecución de las obras de construcción de los centros de salud familiar de las comunas de Dalcahue y Chonchi en la provincia de Chiloé. (597 de 17/04/2014). A Ministerio de Salud.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Número de proyectos por comuna de las provincia de Chiloé y Palena que han postulado durante el presente año al Concurso de Transporte Escolar Rural y los beneficiarios de sus aportes durante los años 2011 a 2013. (598 de 17/04/2014). A Ministerio de Educación.


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Medidas adoptadas por la Autoridad Sanitaria tras la detección de la toxina del veneno amnésico de los marisco (VAM) de la marea roja, en distintas comunas de la Provincia de Chiloé, particularmente en Dalcahue, Curaco de Vélez y Quinchao. (599 de 17/04/2014). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Melo, Ingreso per cápita en salud para las comunas de San Ramón, La Cisterna y El Bosque de la Región Metropolitana, indicando su distribución durante los últimos tres años y si las citadas comunas presentan déficit financiero en el mismo período. (601 de 17/04/2014). A Ministerio de Salud.


-
Diputada Nogueira doña Claudia, Beneficiarios de los denominados “bono marzo” y “bono de invierno” en las comunas de Independencia y Recoleta. (606 de 17/04/2014). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputada Nogueira doña Claudia, Estado de conservación de todos los inmuebles en los que funcionan centros de larga estadía para adultos mayores en las comunas de Recoleta e Independencia. (607 de 17/04/2014). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Pérez don Leopoldo, Subvención al transporte escolar en el sector de Maitenes y Alfalfal de la comuna de San José de Maipo, considerando la posibilidad de modificar su cobertura para incorporar alumnos de colegios particulares subvencionados y a los que cursan carreras de educación técnica profesional y universitaria que requieren conexión con la Ruta G-25. (608 de 17/04/2014). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Pérez don Leopoldo, Proyecto de ampliación de la Central Hidroeléctrica Coyanco de la comuna de San José de Maipo en relación con la calificación ambiental y los derechos de agua otorgados. (609 de 17/04/2014). A varios.


-
Diputado Gutiérrez don Hugo, Posibilidad de asignar una vivienda fiscal al señor Marcelo Pino Pino, funcionario de la Dirección de Finanzas del Ministerio de Obras Públicas de la Región de Tarapacá, quien perdió su vivienda a raíz del reciente terremoto. (621 de 17/04/2014). A seremi de Bienes Nacionales de Tarapacá.


-
Diputado Trisotti, Estado de conservación de los centros de larga estadía, indicando las condiciones de habitabilidad establecidos en la Región de Tarapacá. (622 de 17/04/2014). A servicios.


-
Diputado Trisotti, Estado de conservación de todos los establecimientos educaciones públicos de las regiones de Arica y Parinacota y de Tarapacá. (625 de 17/04/2014). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Silber, Cumplimiento de la normativa respecto de la cantidad de personal requerida para operar establecimientos de Educación Parvularia por parte de la Corporación Municipal de Educación de Lampa, disponiendo una fiscalización. (628 de 17/04/2014). A servicios.


-
Diputado Silber, Traslado y depósito de 50 mil toneladas de desechos mineros con arsénico en el sector poniente de Santiago, el impacto que tendrá para la salud de los vecinos y las medidas de mitigación adoptadas. (629 de 17/04/2014). A intendencias.


-
Diputado De Mussy, Cortes de suministro de agua potable efectuados en la comuna de Fresia. (636 de 21/04/2014). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado De Mussy, Detalles del proceso de licitación, adjudicación y posteriores fases del Proyecto Sanitario “La Laja”, en los términos que plantea. (637 de 21/04/2014). A municipalidades.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Posibilidad de instruir una investigación sumaria que permita determinar cuántos certificados, como el que se adjunta, fueron emitidos en la Región de Los Lagos, a través de una funcionaria que sería ministra de fe de ese servicio. (640 de 21/04/2014). A director regional del Serviu Región de Los Lagos.


-
Diputado Jaramillo, Posibilidad de inspeccionar el estado de la barcaza que traslada a los residentes de Isla Huapi a Futrono. (641 de 21/04/2014). A servicios.


-
Diputado Trisotti, Estado de los principales accesos a la Región de Tarapacá, como asimismo indique los puntos más críticos. (642 de 21/04/2014). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Jarpa, Posibilidad de revocar el decreto que derogó la categoría de Zona de Interés Turístico (ZOIT) a la Cordillera de Chillán, correspondiente a la comuna de Pinto, la cual se encuentra catalogada como Reserva de la Biósfera por la Unesco, desde el año 2011. (643 de 21/04/2014). A Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (112)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Berger Fett, Bernardo
RN
XIV
53

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Carvajal Ambiado, Loreto
PPD
VIII
42

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

De Mussy Hiriart, Felipe
UDI
X
56

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
25

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Insunza Gregorio de las Heras, Jorge
PPD
IV
9

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Kast Sommerhoff, Felipe
IND
RM
22

Kort Garriga, Issa
UDI
VI
32

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
DC
VII
36

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Mirosevic Verdugo, Vlado
Liberal de Chile
XV
1

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Morano Cornejo, Juan Enrique
DC
XII
60

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rincón González, Ricardo
DC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier  del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Vallespín López, Patricio
DC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Concurrió, además, el ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez Urrutia.

-Se contó con la asistencia, también, de los senadores señores Jorge Pizarro Soto y Patricio Walker Prieto.

-No estuvieron presentes por encontrarse:


-En misión oficial: Las diputadas señoras Karol Cariola Oliva, Marisol Turres Figueroa y los diputados señores Fidel Espinoza Sandoval, Marco Antonio Núñez Lozano y Mario 
Venegas Cárdenas.

-Con licencia médica: el diputado señor Ernesto Silva Méndez.


-Con impedimento grave: Los diputados señores Sergio Espejo Yaksic, y Jorge Ulloa Aguillón.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.39 horas.

El señor CORNEJO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor CORNEJO (Presidente).- El acta de la sesión 10ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 11ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor CORNEJO (Presidente).- El señor Secretario dará lectura a la Cuenta.

-El señor LANDEROS (Secretario) da lectura a la Cuenta.

-o-

El señor CORNEJO (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el diputado señor Ignacio Urrutia.

El señor URRUTIA (don Ignacio).- Señor Presidente, en el número 3 de la Cuenta figura una petición de 58 señoras diputadas y señores diputados para crear una comisión investigadora sobre eventuales irregularidades cometidas en perjuicio de la Empresa Nacional de Minería (Enami) en el período 2010-2013.

Al respecto, pido que la Mesa se pronuncie sobre el resto de dicha petición, porque, a mi entender, excede las atribuciones de la Cámara de Diputados, al citar a particulares, o bien que se reformule el petitorio de los señores parlamentarios y las señoras parlamentarias.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Señor diputado, no hay ningún inconveniente para que una comisión investigadora de la Cámara de Diputados invite a exponer a un particular. Sin embargo, él tiene la libertad para decidir si asiste o no a la comisión. Solo están obligados a asistir los funcionarios públicos.

Corresponde votar la petición formulada por 58 señoras diputadas y señores diputados, quienes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52, N° 1, letra c), de la Constitución Política de la República, y en el artículo 297 del Reglamento de la Corporación, solicitan la creación de una comisión especial investigadora “acerca de todos los hechos vinculados a las denuncias sobre eventuales irregularidades cometidas en perjuicio de la Empresa Nacional de Minería, Enami, acaecidas en el período 2010-2013; especialmente aquellos que han dado origen a la deteriorada situación financiera en que se encuentra actualmente la empresa; el eventual uso político que se dio durante la administración anterior a sus recursos, particularmente en materia de contratación de ejecutivos. Asimismo, la Comisión deberá recabar todos los antecedentes relativos a las actuaciones de la empresa, incluyendo al directorio, en relación con sus deberes de dirección y supervisión, atendido el alto impacto patrimonial de estos hechos, esclareciendo la razón de las fallas en los mecanismos de gestión y control, e investigar los hechos denunciados por su vicepresidente ejecutivo don Roberto de Groote, relativos a la situación financiera, inversional y de caja de la Enami, así como la eventual pérdida o extravío de mineral.”

Para el cumplimiento de su propósito, la referida comisión especial deberá rendir su informe en un plazo no superior a 120 días, y para el desempeño del mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional.

¿Habría acuerdo para aprobar por unanimidad la creación de esta comisión especial investigadora?

No hay acuerdo.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 43 votos; por la negativa, 4 votos. Hubo 16 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Rechazada, porque no se alcanzó el quorum constitucional requerido.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Auth Stewart Pepe; Berger Fett Bernardo; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cornejo González Aldo; Espinosa Monardes Marcos; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; González Torres Rodrigo; Hernando Pérez Marcela; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Melo Contreras Daniel; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rocafull López Luis; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Soto Ferrada Leonardo; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Vallejo Dowling Camila; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Hasbún Selume Gustavo; Norambuena Farías Iván; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Hernández Hernández Javier; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Macaya Danús Javier; Nogueira Fernández Claudia; Rathgeb Schifferli Jorge; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Trisotti Martínez Renzo; Urrutia Soto Osvaldo.

-o-

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, en el cuarto lugar de la Tabla de hoy figura el proyecto de ley que otorga un bono compensatorio al personal del Servicio Nacional de Aduanas.

Dicho proyecto de ley, iniciado en mensaje en septiembre del año pasado, contó con el apoyo de los entonces ministro de Hacienda, Felipe Larraín, y subsecretario de esa cartera, Julio Dittborn, quienes se sentaron a conversar con los representantes de los gremios del Servicio Nacional de Aduanas y llegaron al acuerdo de modificar la ley para entregar bonos compensatorios, que, en el fondo, eran incentivos para el retiro del personal de Aduanas.

En la Cámara de Diputados el proyecto fue aprobado, pero en el Senado le introdujeron algunas modificaciones, por lo que hoy las discutiremos en tercer trámite constitucional.

El lunes pasado participé en una reunión entre los representantes del Ministerio de Hacienda y la directiva del Servicio Nacional de Aduanas en la que el Ejecutivo acordó presentar una indicación sustitutiva.

Por lo tanto, solicito rechazar sin discusión las modificaciones del Senado, con el objeto de que el Ejecutivo ingrese esa indicación sustitutiva, la que hará justicia especialmente para dieciséis trabajadores del Servicio Nacional de Aduanas que han cumplido más de 65 años de edad y que tienen la posibilidad de jubilarse en forma digna.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Encontrará la respuesta a su petición en los acuerdos de los Comités a que el señor Secretario dará lectura de inmediato.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor LANDEROS (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités parlamentarios bajo la presidencia del diputado señor Aldo Cornejo, acordaron por unanimidad lo siguiente:

1.- Considerar con preferencia en la sesión de hoy, el proyecto de resolución N° 23, que solicita a su excelencia la Presidenta de la República que prorrogue el beneficio de incentivo al retiro para los asistentes de la educación y los funcionarios de universidades estatales.

2.- Votar sin discusión en la sesión de hoy las modificaciones incorporadas por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica.

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN MIXTA

El señor CORNEJO (Presidente).- Propongo integrar la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional durante la tramitación del proyecto, iniciado en moción, que modifica la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, con el fin de imponer a los establecimientos educacionales el deber de impartir cursos para prevenir el consumo de drogas prohibidas (boletín N° 5345-04), con las diputadas señoras María José Hoffmann, Marcela Sabat y Cristina Girardi, y los diputados señores Mario Venegas y Leonardo Soto.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

SUPRESIÓN DE FERIADO JUDICIAL PARA TRIBUNALES
(Primer trámite constitucional. Boletín N° 9155-07)

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica.

Diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia es el señor René Saffirio.

Antecedentes:

-Mensaje, sesión 91ª de la legislatura 361ª en 25 de noviembre de 2013. Documentos de la Cuenta N° 1.

-Informe de la Comisión de Constitución,  Legislación y Justicia, sesión 16ª de la actual legislatura, en 22 de abril de 2014. Documentos de la Cuenta N° 2.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor SAFFIRIO (de pie).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, vengo en informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, originado en mensaje de su excelencia el Presidente de la República, que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica. Es decir, el proyecto de ley tiene por objeto eliminar el feriado judicial en los tribunales superiores de justicia y en los juzgados de letras con competencia civil, a fin de asegurar la continuidad del servicio de administración de justicia, como sucede con el resto de los servicios públicos.

En la actualidad, los tribunales de familia y del trabajo, junto con los tribunales de juicio oral en lo penal, juzgados de garantía, tribunales tributarios y aduaneros, y tribunales ambientales se encuentran excluidos del referido receso estival. De esta manera, junto a algunos tribunales especiales que no son objeto de la presente iniciativa, solo los juzgados civiles y los tribunales superiores de justicia suspenden su funcionamiento durante el mes de febrero.

En otro orden de ideas, si se analizan los tribunales que tienen competencia en asuntos civiles, siguiendo la diferenciación que se hace en el Código Orgánico de Tribunales, encontramos que existen 133 juzgados con competencia común y 85 con competencia civil. Los primeros, junto con conocer asuntos civiles y comerciales, ven conflictos regidos por procedimientos reformados que no se suspenden durante el feriado judicial, por lo que funcionan ininterrumpidamente durante todo el año y podrían seguir conociendo las causas civiles durante febrero sin mayor inconveniente.

A lo anterior, se suma que, por ejemplo, en los territorios jurisdiccionales de las ilustrísimas cortes de apelaciones de Arica y Puerto Montt no existen juzgados civiles -las causas civiles son conocidas por tribunales con competencia común-, por lo que no se aplica el señalado receso estival en primer grado jurisdiccional.

Por su parte, en lo que respecta a los tribunales civiles, el actual artículo 314 del Código Orgánico de Tribunales enumera una serie de materias y procedimientos que se encuentran exceptuados del feriado judicial, por lo que en la actualidad funciona un sistema de turnos que implica que, en promedio, cada territorio jurisdiccional mantenga el 31 por ciento de funcionamiento de sus tribunales civiles, excluyendo los de la Corte de Apelaciones de Santiago.

De esta manera, queda de manifiesto que la institución del feriado judicial, junto con ser tributaria de una realidad social, jurídica y comercial diferente, y constituir un obstáculo al acceso a la justicia, tiene un impacto menor respecto del universo de materias que conocen nuestros tribunales de justicia.

El Presidente de la excelentísima Corte Suprema, señor Sergio Muñoz, señaló que la iniciativa en discusión es evaluada positivamente por la Corte Suprema.

Agregó que, en la práctica, el feriado judicial ha quedado circunscrito únicamente a las materias civiles, registrándose en ese ámbito una mayor lentitud en la resolución de los conflictos.

En este sentido, consideró contradictorio que se suspenda la tramitación de los procesos civiles por el lapso de un mes, lo que se extiende a las cortes de apelaciones y a la Corte Suprema.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó la idea de legislar.

Durante su discusión particular, le introdujo modificaciones que facultan a la Corte Suprema para que, mediante auto acordado, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y de las cortes de apelaciones, determine el número de salas en que ella misma y estas últimas funcionarán durante el mes de febrero del año siguiente; la extensión de días mínimos que debe tener una de las fracciones en que los funcionarios dividan su feriado; las normas aplicables a los auxiliares de la administración de justicia, en materia de feriado, y a la mantención del funcionamiento permanente del Tribunal de la Libre Competencia, a diferencia de lo propuesto por el mensaje en su texto original.

Finalmente, la Comisión propuso una norma adicional, para establecer la derogación de toda mención expresa que efectúe cualquier cuerpo legal en relación al feriado judicial.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- En discusión el proyecto de ley.

Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, el proyecto de ley es muy sencillo, y tiene un objetivo muy particular y loable, cual es generar igualdad de condiciones en el funcionamiento de los juzgados civiles y de algunos tribunales superiores de justicia en relación con otros tribunales que se han ido creando por ley en el último tiempo. Me refiero a los juzgados de garantía, a los tribunales de juicio oral en lo penal, a los tribunales laborales, a los tribunales de familia, a los tribunales ambientales, que no tienen feriado judicial, por lo que funcionan los doce meses del año.

Curiosamente, la justicia civil, que exhibe mayor atochamiento en el conocimiento y fallo de causas, goza de un mes de feriado en febrero. En consecuencia, la iniciativa también busca agilizar la tramitación de las causas civiles y desatochar los tribunales civiles, para lo cual establece su funcionamiento durante los doce meses del año.

Asimismo, la iniciativa cautela los derechos adquiridos de los funcionarios del Poder Judicial que trabajan en esos tribunales. Por ello, sin perjuicio del término del feriado judicial, tendrán igualmente un mes de vacaciones -se trata de derechos adquiridos-, que podrán tomar cuando lo estimen necesario y en forma fraccionada de no menos de quince días uno de sus períodos, a fin de que se cumpla el objetivo de las vacaciones. Asimismo, se faculta a la Corte Suprema y a las cortes de apelaciones para que ordenen la forma de ejercer ese derecho de feriado de vacaciones por parte de los funcionarios del Poder Judicial, para no alterar el adecuado funcionamiento de los tribunales.

Se trata de un proyecto sencillo y bien orientado, ya que el fin del feriado judicial se ha ido instaurando en los distintos tribunales y se han ido creando procedimientos especiales para ello en los últimos años.

Por lo tanto, sería una buena señal que la Cámara lo apruebe por unanimidad, al igual como lo hizo la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, a fin de terminar con esta desigualdad, con este desequilibrio, y permitir que se agilice la justicia civil con el funcionamiento de esos tribunales durante los doce meses del año.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Arturo Squella.

El señor SQUELLA.- Señor Presidente, en la misma línea de lo dicho por el diputado Chahin, este es un muy buen proyecto, un mensaje sobreviviente del gobierno del Presidente Piñera, respecto del cual el ministro de Justicia, a quien aprovecho de saludar, tuvo la buena idea de mantenerlo y apoyarlo.

Lo único controvertido que surgió en la discusión fue acerca de si se radicaban herramientas en la Corte Suprema o en cada una de las cortes de apelaciones para decidir cuándo les corresponderá el feriado judicial, que ya no será en el mes de febrero.

Después de escuchar al Presidente de la Corte Suprema, todos coincidimos en que debía quedar radicado en el órgano que preside.

Por lo tanto, hacemos un llamado para a aprobarlo por unanimidad.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, hace muchos años que dejé de tramitar en los tribunales de justicia, lo que ocurrió cuando opté por la carrera parlamentaria.

Durante la época en que elegí el ejercicio libre de la profesión, muchas veces me encontré con este sistema de feriado judicial en el mes de febrero.

Dicen que es una tradición jurídica; pero, a mi modo de ver, es demasiado conservadora, no está de acuerdo con los tiempos o con la modernización de las instituciones jurídicas y con todo lo que significa el aspecto judicial.

A veces mantener las tradiciones jurídicas implica estancarse; pero esta afirmación no significa que vamos a atentar contra el corazón de esas tradiciones jurídicas, sino que las adecuaremos a los nuevos requerimientos y a la nueva época. 

El proyecto persigue suprimir el feriado judicial que tiene vigencia en febrero de cada año.

El feriado judicial se ha ido restringiendo tanto a través del tiempo que hoy representa solo el 10 por ciento de las causas a las que afectaría, porque existen 133 juzgados con competencia común y 85 con competencia civil. Hay materias en la competencia civil que no son afectadas por el feriado judicial, como los juicios ejecutivos, las gestiones preparatorias de la vía ejecutiva y las medidas prejudiciales, las que, en conjunto, corresponden a más del 90 por ciento de los ingresos civiles.

De tal forma que el proyecto va adecuando nuestro procedimiento y nuestra institución en materia judicial a los nuevos tiempos, aprovechando y ocupando los recursos como corresponde y dando mayor continuidad a los procesos. 

Así como la salud y los requerimientos en materia de vivienda no pueden esperar, creemos que también la justicia es un bien común fundamental en la vida de los chilenos. El afán de justicia también es un objetivo fundamental, por lo que la justicia tampoco puede esperar. 

En este caso, señor Presidente, el proyecto no altera de ninguna forma las vacaciones de los funcionarios judiciales. 

Me hace fuerza la opinión del señor Sergio Muñoz Gajardo, Presidente de la excelentísima Corte Suprema, quien señaló que el feriado judicial, en los términos actualmente establecidos, debe suprimirse, con el fin de velar por un adecuado uso de los recursos públicos.
Así es que, con todo el respeto que merece la tradición jurídica y sus instituciones emblemáticas, considero que debemos propender a la continuidad de los procesos y terminar con el feriado judicial de febrero, que prácticamente no afecta a la mayor parte de los procesos, sino solo al 10 por ciento de ellos, por lo que el efecto del término del feriado judicial no es mayor.

Por lo tanto, estoy de acuerdo con el proyecto.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Leonardo Soto.

El señor SOTO.- Señor Presidente, conocí el proyecto de ley en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, donde tuve la oportunidad de apreciar la necesidad de eliminar el feriado judicial para los tribunales que se han indicado. 

La existencia de un feriado judicial en febrero, como ha existido durante más de un siglo, constituye una verdadera reliquia o anacronismo, que el Presidente de la Corte Suprema estima necesario suprimir, con el objeto de avanzar en la modernización para dar continuidad a los servicios judiciales a lo largo del año. Según expresó en la comisión, él está empeñado en mejorar las herramientas de gestión, por lo que se hace imprescindible eliminar el feriado judicial, que produce un desbarajuste importante en la administración continua de justicia. 

Convengamos en que la actual situación es muy extraña, porque los juzgados civiles y los tribunales superiores de justicia paralizan la administración de justicia íntegramente por todo el mes de febrero, ya que se suspende la tramitación de todas las causas, independientemente de la urgencia que tengan, lo que produce una alteración significativa en la administración de justicia y una situación muy odiosa en comparación con los tribunales que no gozan del feriado judicial. 

Considero que con el proyecto se está poniendo en pie lo que se ha denominado “el proceso de modernización de justicia”, que ha implicado una reforma en la justicia procesal penal y que ha significado la creación de nuevos juzgados especializados, como los tribunales ambientales, los tribunales laborales y el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. 

Con esta medida estamos removiendo un obstáculo vigente desde el siglo XIX.

Me sumo a la aprobación del proyecto y pido a mi bancada que también lo respalde.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Rathgeb.

El señor RATHGEB.- Señor Presidente, a la luz de los antecedentes de hace muchos años, a lo mejor se justificaba el feriado judicial; pero, en la actualidad, muchas causas están relacionadas unas con otras. Es así que muchas causas de familia, criminales, de garantía o del trabajo dependen de la tramitación de una causa civil. En consecuencia, el feriado judicial afecta no solamente a ciertas causas civiles, sino que también produce su efecto en otras causas relacionadas, ya que en muchos casos es necesario que se tramite una causa civil para que se determine la resolución respecto de las causas relacionadas que he mencionado. 

Por otro lado, gran parte de las comunas de nuestro país tienen tribunales de competencia mixta o común. En consecuencia, el día en que se paralizan las causas civiles, las demás causas relacionadas con otras materias siguen funcionando; los funcionarios siguen en el tribunal, porque el feriado judicial solamente afecta a las causas de carácter civil.

Por lo tanto, a la luz de los antecedentes que vemos en la tramitación del proyecto y de las reformas que se han realizado últimamente, no se justifica el feriado judicial, por lo que votaré favorablemente el proyecto que lo elimina. Como se señaló, los funcionarios involucrados seguirán gozando de sus garantías y feriados, por lo que no se justifica el feriado judicial vigente.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, solamente quiero formularle una consulta al diputado informante, señor René Saffirio. 

Cuando hemos legislado sobre instituciones del ordenamiento interno, como los poderes del Estado, siempre nos hemos basado en las legislaciones de países desarrollados. No obstante, en el informe no figura en absoluto legislación comparada con la de otros poderes judiciales de países desarrollados.

Por lo tanto, me gustaría que el diputado señor René Saffirio nos ilustrara respecto de la legislación comparada, a fin de conocer la situación de los feriados judiciales en esos países.

Debo reconocer que en el informe aparece la opinión al respecto del Presidente de la Corte Suprema, quien señala que los feriados judiciales de ciertos países se extienden hasta por dos meses, pero no aclara si son similares al vigente en Chile y que se quiere modificar mediante el proyecto.

Por último, quiero aprovechar la oportunidad para saludar con un afecto muy especial a mis amigos de la comuna de Futrono que se encuentran en las tribunas.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, este proyecto de ley fue patrocinado por el gobierno anterior. El actual Ejecutivo, que encabeza la Presidenta señora Michelle Bachelet, ha decidido continuar su tramitación por intermedio del ministro de Justicia, don José Antonio Gómez, quien nos acompaña nuevamente, para lo cual ha recibido la colaboración de todos los parlamentarios de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, que me honro en presidir. En dicha instancia se acordó, por unanimidad, que el diputado señor René Saffirio informara sobre el proyecto, cuyo objetivo es dar más espacios para la tramitación de las causas.

En cuanto a la consulta del diputado Jaramillo, quien siempre se interioriza y preocupa de los proyectos de otras comisiones, debo aclarar que no hemos elaborado una legislación comparada, porque el problema lo tenemos en Chile.

La eliminación del feriado judicial permitirá a los juzgados tantas veces mencionados continuar tramitando causas durante el mes de febrero, lo que implicará una agilización de esos procesos. Obviamente, lo anterior no significa que los magistrados dejarán de gozar del derecho a vacaciones, ya que eso no es bueno para nadie y no se da en ninguna parte del mundo, menos en Chile. Es evidente que gozarán de ese beneficio, pero en función de una planificación que se hará al respecto.

Consideramos que el proyecto va en el sentido correcto, porque durante mucho tiempo se pensó que el receso judicial no era bueno para las causas penales, por su naturaleza, por su importancia, por la premura con que hay que resolverlas y porque existe mucho en juego.

Las causas de todo orden han ido aumentando y la demanda por los servicios judiciales es creciente. De hecho, el mensaje nos entrega algunas cifras al respecto. En 2002, entiendo que hubo aproximadamente -pido que me corrija mi colega y amigo René Saffirio- un millón y medio de causas. Las últimas cifras de 2012 -pido al ministro de Justicia que me corrija si me equivoco- indicaban que había más de 3 millones de causas. O sea, en una década se ha duplicado el número de causas, lo que genera una mayor demanda que los tribunales podrán absorber en la medida en que tengan más dedicación o posibilidades de atención, con los turnos que correspondan para que los magistrados puedan hacer uso de sus vacaciones.

El proyecto establece esta flexibilidad para que la Corte Suprema, mediante auto acordado, ordene esta situación con la información que le vayan entregando las cortes de apelaciones e, incluso, la Corporación Administrativa del Poder Judicial, de manera que tenga un nutrido abanico de realidades locales. Eso es muy importante, porque lo que pueda estar pasando en la Novena Región, a uno de cuyos distritos representa el diputado informante señor René Saffirio, a lo mejor no es lo mismo que pueda estar ocurriendo en la Región del Libertador Bernardo O´Higgins, a uno de cuyos distritos represento, o en aquellas que representan los diputados Enrique Jaramillo, Cristián Monckeberg o el Primer Vicepresidente señor Lautaro Carmona, respecto de la cantidad de causas que deban ser vistas en cada una de esas sedes jurisdiccionales, lo que debe conjugarse con las legítimas vacaciones de los jueces y magistrados del país.

Se dice que no se están tramitando proyectos de la administración anterior; pero esta es una prueba de que sí se está haciendo eso; todo depende de qué proyecto se trate. Además, la iniciativa en discusión va en la línea correcta.

Quiero agradecer la colaboración de todos los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, ya que han dado todas las posibilidades para recibir, por ejemplo, al Presidente de la Corte Suprema. Es bueno que se sepa que citamos a una sesión especial en la sede del Congreso Nacional ubicada en Santiago, porque para él era mucho más fácil ser recibido allí para escuchar su opinión respecto del proyecto, la que resultó favorable.

Agradezco -reitero- la cooperación de todos los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, lo que nos está permitiendo contribuir con un nuevo proyecto 
-hemos despachado varios-, y también la del ministro de Justicia, quien ha tenido un ánimo de colaboración permanente, lo cual es fundamental. En efecto, sin importar cuál sea el gobierno de turno y las características del Congreso Nacional, es conveniente tener a nuestros ministros dialogando en la Sala y en comisiones, pues le hace bien al proceso legislativo.

Por lo tanto, invito a votar favorablemente el proyecto.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Hugo Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señor Presidente, como señaló el diputado Rincón, estamos en presencia de un proyecto muy necesario, por cuanto el feriado judicial ya no cumple su objetivo. En otro tiempo, el país era distinto, porque todo se paralizaba en materia judicial, salvo en casos excepcionalísimos y especiales, como cuando se otorgaban las libertades provisionales. En ese entonces, los tribunales civiles, criminales, laborales, de menores y aduaneros se paralizaban. No obstante, todo el sistema judicial ha sido objeto de reformas relevantes para el buen servicio hacia la comunidad. Actualmente, la regla es que la tramitación de las materias jurisdiccionales siga adelante. Los tribunales de familia, laborales, de juicio oral en lo penal, y los juzgados de garantía, aduaneros y medioambientales están exceptuados de paralizar sus funciones en febrero. 

Por lo tanto, ya no tiene sentido continuar con el feriado judicial, que no es más que -hay que decirlo con todas sus letras- vacaciones encubiertas de los tribunales superiores de justicia; en definitiva, sirve para que los integrantes de las cortes puedan tomar vacaciones. No obstante, como todos los demás tribunales siguen funcionando, se forma un cuello de botella ineludible, porque mientras todos los tribunales de la República siguen trabajando, salvo los civiles, las únicas que no lo hacen son las cortes de apelaciones y la Corte Suprema. Así, por ejemplo, en febrero funcionan solo dos de las once salas que tiene la Corte de Apelaciones de Santiago y solo una de las cuatro salas de la Corte Suprema.

Reitero, como todos los tribunales siguen operando, se produce un entrampamiento de las causas cuando llegan a los tribunales superiores, dado que en febrero las cortes de apelaciones y la Corte Suprema solo se dedican a ver causas excepcionales, como los requerimientos de libertades provisionales. Ni siquiera se ven causas tan relevantes como los recursos de protección, porque se reduce el número de salas y no continúa el normal funcionamiento de los tribunales superiores.

A mi juicio, el feriado judicial está retrasando la labor de los tribunales de justicia e impidiendo el buen funcionamiento de la jurisdicción. En ese sentido, dicho feriado es un entorpecimiento al correcto funcionamiento del Poder Judicial.

Por ello, resulta necesario aprobar este proyecto, presentado en el gobierno anterior, por cuanto es relevante para el buen funcionamiento no de un servicio público, para no ofender a nadie, sino de un Poder del Estado que requiere actualizarse y estar a la altura de las exigencias ciudadanas. Cuando paralizamos una causa, porque no puede ser vista por las cortes de apelaciones o por la Corte Suprema, estamos perjudicando a ese ciudadano que tiene la inquietud de poner pronto fin a su causa, lo que se produce porque dichas cortes dejan de funcionar en febrero o reducen a un mínimo su labor, lo que ya no es tolerado por el ciudadano. La ciudadanía requiere acceso rápido y expedito a la justicia, necesita respuestas a sus inquietudes y no que se paralicen sus causas debido al feriado judicial, que paraliza la labor de los tribunales superiores de justicia.

Además, el feriado judicial ya no es indispensable, dado que la gran mayoría de los tribunales funciona en febrero, salvo los que ven causas en materia civil.

Por eso, esperamos hacer un cambio sustancial en estas materias dentro de un tiempo breve, gracias a la reforma procesal civil que, me imagino, impulsará nuestro Gobierno, lo que implicará que ya prácticamente ninguna causa se paralizará en el mes de febrero.

En consecuencia, ya no es pertinente paralizar la tramitación de las causas en el mes de febrero, solo porque las cortes de apelaciones y la Corte Suprema estiman que tienen que reducir su carga judicial por dicho feriado. La ciudadanía requiere un servicio eficiente, de calidad, rápido y expedito, pero el feriado judicial lo está impidiendo.

Por eso, considero que es un muy buen proyecto y que debemos votarlo favorablemente, para que se normalice una situación que es anormal, habida consideración de que el feriado judicial es anacrónico y totalmente impertinente para los tiempos que corren.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el ministro de Justicia, don José Antonio Gómez.

El señor GÓMEZ (ministro de Justicia).- Señor Presidente, la justicia es una necesidad para los ciudadanos. El proyecto tiene la virtud de que permite al Poder Judicial gestionar el uso de sus recursos humanos y de infraestructura. 

El Presidente de la Corte Suprema señaló que era indispensable entregar a los justiciables un mejor sistema de justicia, lo que no se condice con el feriado judicial.

Es cierto que el proyecto surge del gobierno anterior; pero también es cierto que nace de una petición del Poder Judicial, de su Comité de Modernización 2009-2010, para eliminar el feriado judicial, porque consideraban que se estaba haciendo justicia en forma parcial, solo en el ámbito civil. Además, esto implica terminar con el feriado judicial no solo de los juzgados civiles, sino de la Corte Suprema y de las cortes de apelaciones. En consecuencia, hay una decisión de ese Poder del Estado de gestionar materias que son relevantes para el desarrollo de los procesos judiciales en el ámbito de la justicia civil.

Es importante destacar que esta paralización es parcial en la actualidad, ya que la mayoría de los tribunales funciona en febrero. Solo suspenden sus labores la Corte Suprema, las cortes de apelaciones y 88 juzgados civiles que tienen competencia solo en materia civil. Hay 133 que tienen competencia común, y, por lo tanto, no suspenden su trabajo durante el feriado judicial. Por eso es relevante que se haya permitido gestionar a la Corte Suprema, previa consulta a las cortes de apelaciones pertinentes y a la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

En materia civil hay un gran atraso en el desarrollo de los casos. Hay más de 3 millones de ingresos. De ahí la importancia de entregarle esta alternativa a la Corte Suprema, ya que es el camino correcto para mejorar la justicia.

Por eso pedimos a los señores diputados apoyar el proyecto.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate. 

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde votar en general el proyecto de ley que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica, con la salvedad de su artículo 1º, que trata materias de ley orgánica constitucional.

De aprobarse, se entenderán aprobadas en particular sus normas de quorum simple.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Farcas Guendelman Daniel; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

El señor CAMPOS.- Señor Presidente, pido que se agregue mi voto a favor.

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde votar en general el artículo 1° del proyecto, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 69 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 98 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán.

El señor CORNEJO (Presidente).- Por lo tanto, queda aprobado también en particular, dejándose constancia de haber alcanzado el quorum requerido.

MODIFICACIÓN DE NORMAS SOBRE DELITO DE MANEJO EN ESTADO DE EBRIEDAD CAUSANDO LESIONES GRAVÍSIMAS O CON RESULTADO DE MUERTE (Primer trámite constitucional. Boletín N° 9244-15)

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, originado en moción, que modifica disposiciones que señala, referidas al delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte.

Diputado informante de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones es el señor Gustavo Hasbún.

Antecedentes:

-Mensaje, sesión 116ª de la legislatura 361ª, en 21 de enero de 2014. Documentos de la Cuenta N° 7.

-Informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, sesión 15ª de la actual legislatura, en 17 de abril de 2014. Documentos de la Cuenta N° 1.
El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor HASBÚN (de pie) .- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, originado en moción de la entonces diputada señora Adriana Muñoz, de la diputada señora Alejandra Sepúlveda, de los diputados señores Sergio Aguiló, Pedro Browne, Lautaro Carmona, Hugo Gutiérrez, Gustavo Hasbún, Carlos Abel Jarpa y Víctor Torres, y del entonces diputado Carlos Montes, que modifica disposiciones que señala, referidas al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte.

La idea matriz o fundamental del proyecto es desincentivar la conducción de vehículos de tracción mecánica por personas que se encuentren en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas, para lo cual se eleva en un grado la pena asignada al delito y sus penas accesorias, haciendo además inaplicables los beneficios contemplados en la ley N° 18.216.

La iniciativa no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quorum calificado, ni disposiciones que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.

El proyecto fue aprobado en general y en particular por unanimidad de los diputados presentes en la comisión técnica. Votaron a favor las diputadas señoras Loreto Carvajal y Alejandra Sepúlveda, y los diputados señores René Manuel García, Gustavo Hasbún, Javier Hernández, Fernando Meza (Presidente), Iván Norambuena y Leopoldo Pérez. 

Durante el estudio de la iniciativa se contó con la asistencia y colaboración del señor ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don Andrés Gómez-Lobo, quien se comprometió a impulsar y a defender el proyecto en cuestión, y de los padres de la menor Emilia Silva Figueroa, don Benjamín Silva y doña Carolina Figueroa. 

Señor Presidente, la Comisión estimó del todo apropiado, en atención al luctuoso hecho que se registró hace ya más de un año en la comuna de Vitacura, reflexionar, debatir y legislar para sancionar con mayor fuerza el delito de conducción en estado de ebriedad, cuando a raíz de ello se causen lesiones gravísimas o la muerte de una persona.

Como todos recordarán, en aquella oportunidad, a raíz de un fuerte impacto provocado por un conductor ebrio, se causó la muerte de una pequeña de tan solo nueve meses de edad, Emilia Silva Figueroa, quien viajaba en la parte posterior de un vehículo, en compañía de sus padres.

A pesar de la gravedad del hecho, el autor del delito fue condenado por los tribunales de justicia a dos años de pena remitida, lo que le permitió cumplir su condena en libertad.

La sociedad no comprende cómo a un hombre que voluntariamente bebió hasta embriagarse, que voluntariamente condujo un vehículo, que mató a una pequeña de nueve meses y que destruyó a una familia, la actual legislación no lo considere autor de un delito grave que le impida obtener su libertad.

Aparte de ese dramático hecho, debe tenerse presente que cada año mueren aproximadamente ciento cincuenta personas en nuestro país como resultado de accidentes de tránsito cometidos por conductores en evidente estado de ebriedad, y cuatro mil setecientas sufren lesiones menores.

Sin perjuicio de haber avanzado en esta materia, al establecer fuertes restricciones para las personas que conducen bajo los efectos del alcohol, al redefinir los niveles de dicha sustancia en la sangre, que tipifican la conducción bajo la influencia del alcohol y la conducción en estado de ebriedad -en este último caso, de 0,8 gramos por mil de alcohol en la sangre-, y al haber legislado al respecto a través de la denominada ley de “tolerancia cero”, se advierte que tales medidas aún son insuficientes.

Cabe señalar que el artículo 196 C de la Ley N° 18.290, de Tránsito, aplica igual sanción al manejo en estado de ebriedad o bajo sustancias estupefacientes o psicotrópicas, ya sea que con ello se provoquen las lesiones establecidas en el número 1 del artículo 397 del Código Penal, lesiones graves, o se cause la muerte.

Se consideró necesario aumentar el rango de la sanción en un grado para ambos casos y, además, aumentar la multa a un monto de entre 20 y 50 unidades tributarias mensuales, sanción que ahora va desde 2 a 8 UTM.

En consecuencia, se aceptó en forma unánime la propuesta de la moción en cuanto a que la conducta sea castigada con pena de crimen -presidio mayor en su grado mínimo, de 5 años y un día a 10 años-, y no de simple delito, como sucede en la actualidad -presidio menor en su grado máximo, de 3 años y un día a 5 años-.

Se estimó pertinente, además, mantener la pena accesoria de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica y marginar al hechor de los beneficios establecidos en la ley N° 18.216, sobre cumplimiento alternativo de penas, debiendo cumplir la sanción aflictiva privado de libertad. Como señalé al comienzo, se trata de inhibir la conducción de vehículos en estado de ebriedad o bajo el consumo de sustancias estupefacientes o psicotrópicas.

El principal problema radica en que los autores de este delito no quedan en prisión preventiva mientras dura el proceso y finalmente cumplen una breve condena en libertad debido a lo bajo de la pena asignada al mismo, esto es, presidio menor en su grado máximo, de tres años y un día a cinco años. Ello, porque la ponderación de las circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal permite que sea rebajada al mínimo, por lo cual sus autores recuperan su libertad de inmediato, no obstante la real gravedad del ilícito.

Señor Presidente, el cambio que se introduce en el artículo 196 de la ley N° 18.290 no solo se aplica a quien conduce vehículos de tracción mecánica en estado de ebriedad, sino, también, al que lo hace bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas.

Con esta aclaración se evitarán futuras interpretaciones judiciales erróneas o contradictorias con el espíritu de esta ley, terminando con la impunidad que existe actualmente.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, agradezco la claridad que ha tenido en su relato el diputado informante, lo que, una vez más, nos lleva a recordar los dolorosos momentos vividos no solo por los familiares de las víctimas, sino por el país entero.

Ha transcurrido un tiempo más que prudente para que esta nueva iniciativa tome forma.

El diputado informante recordó en su exposición que la anterior moción en este sentido se vio frustrada en el Senado, donde se modificó sustancialmente lo aprobado por la Cámara de Diputados, lo que le impidió a la Comisión Mixta avanzar más allá de su cometido y, además, que el proyecto cumpliera su objetivo, cual era castigar duramente a los conductores que manejan bajo los efectos del alcohol o en estado de ebriedad y provocan accidentes con resultado de muerte o lesiones graves en las personas.

Lamentablemente, durante el tiempo transcurrido desde el hecho que costó la vida a la pequeña Emilia a la fecha, hemos tenido que lamentar decenas de muertes y lesionados graves a causa de conductores que manejan en estado de ebriedad, lo cual se está transformando en un problema mayor, ya que en nuestro país diariamente entran en circulación alrededor de mil nuevos vehículos.

Por lo tanto, se requiere que los conductores se encuentren con todos los sentidos atentos a las condiciones del tránsito, ya que cualquier distracción puede causar una tragedia como las que hemos tenido que lamentar.

Con mayor razón, se requiere que las condiciones físicas y de temperancia sean óptimas. La persona que conduce bajo los efectos del alcohol o de las drogas debe saber que su conducta será repudiada socialmente y que si comete el ilícito de provocar un accidente con resultados dañinos para otras personas, será castigado duramente.

Por lo anterior, siendo consecuente con mi votación en el proyecto anterior, voy a aprobar esta iniciativa, que surgió de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, porque la situación se ha agravado y todos corremos riesgo si la actividad temeraria de conductores de vehículos motorizados tiende a multiplicarse.

Por eso, con este triste recuerdo, que es la base de este debate, voy a votar a favor el proyecto.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Queremos saludar a los padres y familiares de nuestra recordada Emilia, quienes han seguido muy de cerca este debate.

Tiene la palabra el diputado señor Giorgio Jackson.

El señor JACKSON.- Señor Presidente, en esta discusión hay grandes emociones que traspasan el debate legislativo, sobre todo a propósito del sensible fallecimiento de una menor, lo que gatilló el nombre de esta futura ley, llamada Emilia.

Por eso, creo que es importante reconocer el trabajo realizado y el origen de esta iniciativa no solo respecto de los diputados patrocinantes, sino también porque fue fruto del esfuerzo de la familia de Emilia, que, aun cuando estuvo sumergida en el dolor que le significó su muerte, tuvo que dotarse de la fuerza necesaria para que ese tipo de acontecimiento no se volviera a repetir.

Por ello, rindo un homenaje a la familia de Emilia por tener la fuerza y la entereza para afrontar una tragedia en forma activa, de manera que un hecho así no vuelva a ocurrir. Debo reconocer que no todas las personas a las que les toca vivir una tragedia pueden generar ese activismo tan potente, como lo hizo esa familia. Pero es lamentable que tengamos que llegar a ese extremo para sensibilizarnos frente a temas que a todas luces nos parecen de sentido común.

Es importante que la sociedad civil se tome los espacios para producir una discusión legislativa. Este proyecto nació bajo ese espíritu. Por lo mismo, espero que tenga buen curso.

Respecto de las modificaciones de las penas, en general estoy en contra de su aumento, porque con ello no necesariamente se modifica el comportamiento de las personas. Muchas veces, la idea de subir las penas para cambiar conductas es para la galería. No obstante, en este caso la sanción no es desproporcionada, sino que resulta coherente en comparación con el resto del sistema.

Por eso, anuncio que voy a votar a favor la iniciativa, pero dejo constancia de que no es recurrente ni siempre justificable que el aumento de una pena produzca un cambio en la conducta de personas.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Vamos a llamar por cinco minutos para que otros diputados vengan a participar en este importante debate.

Se suspende la sesión.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Continúa la sesión.

Tiene la palabra el diputado señor Hugo Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señor Presidente, quiero iniciar mi intervención agradeciendo a la familia Silva Figueroa, padres de la pequeña Emilia, porque nos dieron la oportunidad de hacernos cargo de un problema social real. 

Ellos iniciaron un gran activismo ciudadano para instalar un problema que no estaba presente en el Parlamento, y eso hay que decirlo con todas sus letras. No se trataba de una situación que nosotros hubiéramos abordado en su integralidad, con más dureza, como correspondía, no obstante que ya habíamos abordado lo relativo a la tolerancia cero al alcohol.

Agradezco a la familia Silva Figueroa, porque ha tenido vocación de integralidad y de inclusión.

En un principio, los padres de Emilia conversaron con los diputados Aguiló, Hasbún y con quien habla. Así, iniciamos un largo camino, que no ha sido fácil, pues pese a que esta materia responde a una realidad dura y difícil, como relataré a continuación, ha tenido un gran impedimento para avanzar: el Senado de la República. 

Hace unos días se dio a conocer un estudio realizado por Automóvil Club de Chile, que señala que más del 60 por ciento de los encuestados estaban dispuestos a manejar sus automóviles en estado de ebriedad. Es terrible, dramático que al preguntar a una persona lúcida y racional si está dispuesta a manejar su automóvil en estado de ebriedad, ella responda que sí. Además, se trata de un porcentaje muy alto de encuestados.

Si me preguntaran si estoy dispuesto a tener un arma en mi casa, podría decir razonablemente que sí. Ello, considerando si la tengo a buen resguardo. Pero, a mi parecer, el hecho de que alguien diga que se encuentra dispuesto a manejar su automóvil en estado de ebriedad refleja la existencia de un problema social grave. 

Ese problema social grave lo vimos el fin de Semana Santa recién pasado, pues en ese feriado algunas personas salieron de vacaciones, a descansar. ¿Y qué tuvimos? Si no me equivoco, tuvimos más de veinte personas fallecidas; o sea, ese fin de semana murió más gente que la que falleció en el terremoto del norte y en el incendio de Valparaíso, respectivamente. 

Por tanto, la tragedia del manejo en estado de ebriedad tiene dimensiones dramáticas: en Chile mueren más personas en un fin de semana largo que en un terremoto y en un incendio. En otras palabras, en catástrofes gigantes que ocurren en nuestro país fallecen menos personas que por manejo en estado de ebriedad. 

Una noticia de hace algunos días titula: “Un ciclista de 20 años murió luego de ser atropellado por un conductor ebrio que quedó libre”. Y, posteriormente, detalla: “Un accidente con fatales consecuencias se registró en el sector rural de Oromo, en la comuna de Purranque, cuando la víctima Gerardo Hinostroza Cea, se desplazaba en su bicicleta.”. “El fiscal de Río Negro José Vivallo formalizó al chofer por el delito de conducir en estado de ebriedad con resultado de muerte, decretándose un plazo de 60 días de investigación, tras lo cual quedó en libertad, …”. 

Es decir, ese conductor ebrio que mató a un ciclista llegó al tribunal, alcanzó a decir su nombre y quedó en libertad.

Hay otra noticia que conlleva un aspecto importante para el contenido del proyecto: “Tres jóvenes muertas deja accidente de tránsito en Lautaro: conductor tenía su licencia suspendida.”. 

Ese conductor tenía su licencia suspendida ¡y mató a tres niñas en un paradero!

En su cuerpo, la referida noticia señala: “Así lo confirmó el fiscal de Lautaro, Cristián Voullieme, quien agregó que Cristóbal Escobar tiene su licencia suspendida, pues ya el año pasado había sido condenado por manejo en estado de ebriedad.”. 

Se trata de un conductor que tenía su licencia suspendida y mató a tres niñas; pero, al igual que el otro conductor, de Purranque, entró y salió del tribunal. Reitero, el conductor de Purranque que mató a un ciclista, entró y salió del tribunal. 

El conductor que mató a tres niñas en un paradero en Lautaro, ¡tres niñas!, tenía su licencia suspendida. ¿Por qué? Por manejo en estado de ebriedad.

¡Son vidas humanas, señor Presidente! ¡Son seres humanos, un ciclista y tres niñas, respecto de los cuales ya no hay vuelta! ¡Eso es irremediable!

Otra noticia: “Ex alumno del Verbo Divino se da a la fuga tras atropellar y matar a otro joven”. 

Un adolescente iba caminando con un amigo por una berma, y también fue… ¿Qué es esto? Esto es asesinato: manejar en estado de ebriedad. El joven fallecido se llamaba Max Timmermann.

Esto no puede ser. Creo que todas las muertes que estamos viendo son evitables; sin embargo, la encuesta realizada por Automóvil Club de Chile que señala que gran porcentaje de los ciudadanos entrevistados se encuentra dispuesto a manejar en estado de ebriedad, da cuenta de que hay algo pernicioso en nuestra sociedad. 

Cuando una persona asume manejar en estado de ebriedad luego debe asumir las consecuencias de su actuar, que no pueden ser que entre y salga de un tribunal para que, posteriormente, le suspendan la licencia de conducir, y se acabó el problema. Es decir, un conductor que maneja en estado de ebriedad puede matar a tres niñas en un paradero, llegar a un tribunal, quedar en libertad, se le suspende la licencia, sigue manejando y mata a alguien más. Esto no puede ser una realidad en Chile. No es posible que un fin de semana largo traiga más víctimas a causa de la conducción en estado de ebriedad que un terremoto o un incendio de las proporciones que tuvo el de Valparaíso. Si eso ocurre es porque estamos mal en esta sociedad. 

Pienso que hay que exterminar, extirpar de nuestra sociedad esta cultura de la muerte, según la cual “curado manejo mejor”. 

Por eso se hace fundamental que aprobemos el proyecto en discusión, porque con él les estamos haciendo saber a los conductores que asumen manejar en estado de ebriedad cuáles serán las consecuencias de ello; a todos quienes responden: “Sí, estoy dispuesto a manejar en estado de ebriedad”, desde el Congreso Nacional de Chile, desde la Cámara de Diputados les decimos que sepan que esa conducta será seria y duramente reprimida. Porque, si no, el mensaje será: “Siga manejando, siga matando, total le vamos a suspender la licencia, pero va a quedar en libertad en forma inmediata.”.

Hoy, la diferencia con el proyecto anterior sobre la materia, que fue rechazado por esta Cámara por las distorsiones que se produjeron respecto de lo que hizo el Senado, es que se fija el piso de la pena en cinco años y un día, y su techo, en diez años. Es decir, estamos hablando de presidio mayor en su grado mínimo, a diferencia de lo que ocurría en el proyecto anterior, donde la pena era de presidio mayor en sus grados mínimo a medio, o sea, de cinco años y un día a quince años. 

Para no molestar al honorable Senado, que consideró desproporcionada la pena que fijaba el anterior proyecto, pues la hacía coincidir con la pena de homicidio, en este proyecto la penalidad va de cinco años y un día a diez años, es decir -reitero-, presidio mayor en su grado mínimo. 

Hemos adecuado la pena para que al Senado no le parezca tan aberrante lo que estamos presentando. Pero este proyecto da cuenta de una realidad. ¿Cuál es esa realidad? Que hay chilenos y chilenas que están siendo prácticamente asesinados por conductores en estado de ebriedad. El objeto del proyecto es terminar de una vez por todas con esa realidad.

Por último, agradezco la actitud proactiva de los padres de la pequeña Emilia, gracias a quienes hoy estamos discutiendo la iniciativa que propone las modificaciones que se requiere introducir a nuestra legislación para terminar con una lacra social que ha causado la muerte de muchos chilenos y muchas chilenas por la acción de conductores irresponsables que manejan en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas. 

Por las razones expuestas, estoy seguro de que todos vamos a votar a favor el proyecto.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, en verdad es doloroso tratar un proyecto de ley que tuvo su origen en la muerte trágica de una menor de tan solo nueve meses de edad a causa de un accidente de tránsito provocado por una persona que conducía en estado de ebriedad, como fue lo ocurrido en el caso de la pequeña Emilia.

En relación con lo que aquí se ha señalado, las modificaciones legales que propone la iniciativa están pensadas para ser aplicadas a las personas irresponsables que padecen de diversos grados de alcoholismo y que conducen un vehículo. De hecho, las últimas encuestas sobre la materia demuestran que el 90 por ciento de los conductores a los que se les ha suspendido su licencia por conducir en estado de ebriedad lo siguen haciendo bajo esa condición.

Lo anterior justifica plenamente que a los reincidentes se les aplique la pena de inhabilidad perpetua para conducir vehículos, sin perjuicio de si mataron o no a alguna persona como consecuencia de su acción. Si no se procediera de esa forma sería como mantener una pistola con gatillo de pelo, la que en cualquier minuto se puede disparar y matar alguien.

Sin duda, el trabajo de mucha gente consiste en el manejo de algún tipo de vehículo, y ella sabe que si pierde su licencia de conducir quedará inhabilitada de por vida para manejar. Por lo tanto, la mejor ley de todas, la que se debería utilizar siempre, es la del criterio, pero hay que tener la hombría suficiente para aplicarla.

Cuando una persona está pasada de tragos no debe tomar el volante por motivo alguno, porque un vehículo es un arma sumamente poderosa en malas manos. En un accidente de tránsito, un vehículo que se desplaza a 60 kilómetros por hora provoca consecuencias que pueden ser incontrolables o que no se pueden predecir. Ha habido casos de deportistas que han muerto atropellados por vehículos conducidos por personas curadas. De hecho, ayer murió atropellado un joven que hacía dedo. Hay miles de otros casos.

Es indudable que no podemos reaccionar solo frente a los últimos accidentes trágicos provocados por conductores en estado de ebriedad, pero debemos tener el criterio y la fuerza para levantar nuestra voz contra las personas que padecen de alcoholismo y que manejan. A ellas no solo se les debe inhabilitar para conducir vehículos, sino que se les debiera someter a un tratamiento; de lo contrario lo seguirán haciendo, con consecuencias impredecibles. Sin embargo, en la actualidad no se procede de esa manera.

Durante el tratamiento del proyecto en la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, el diputado señor Meza se refirió al caso de las personas que conducían un vehículo bajo la influencia de psicotrópicos, en el sentido de que si bien esas sustancias deben son prescritas por los médicos, estos siempre advierten a los pacientes que los efectos que pueden producir en el organismo pueden ser similares a los provocados por el alcohol. Lo señalo para que la gente que nos está viendo a través del canal de televisión de la Cámara de Diputados tenga claro que conducir un vehículo bajo la influencia de esas sustancias puede ser tan grave como hacerlo en estado de ebriedad. De allí que se debe tener criterio cuando uno consume algún remedio con esas características.

El proyecto de ley en debate es importante para que se tome conciencia de la gravedad de conducir en estado de ebriedad; pero lo más trágico de todo, aspecto sobre el que habrá coincidencia absoluta, es que sin importar las leyes que se aprueben para lograr ese objetivo, siempre habrá gente que cometerá el mismo error.

Por eso, es indudable que se deben aplicar exámenes mucho más rigurosos a quienes desean obtener la licencia de conducir, por ejemplo, el test de drogas, tal como lo señaló un diputado en la Sala. El alcohol es una especie de droga permitida, porque cualquiera puede ir a un bar y tomarse un trago, pero las drogas propiamente tales son ilegales, a pesar de lo cual son consumidas en gran cantidad por parte de la sociedad.

Por otra parte, debo mencionar una situación que nos llama poderosamente la atención. Como todos saben, los parlamentarios somos los que elaboramos las leyes. Por ejemplo, respecto de esta materia, tratamos de establecer las penas máximas contempladas en el Código Penal. Sin embargo, ¡ojo!, no somos los que las aplicamos.

En consecuencia, no me explico -a los mejor, los colegas que son abogados podrán contestarnos- cómo es posible que un juez de la república, que sabe lo que hace, solo suspenda la licencia de conducir y deje en libertad a un imputado que mató a tres personas mientras conducía borracho ¿Cuál es la reacción de la gente de la calle ante una situación como esa? Preguntar qué hacen los parlamentarios. Nosotros hemos cumplido y hemos hecho las leyes lo mejor posible, pero es bueno recordar que no somos los que las aplicamos.

No soy nadie para llamar la atención a un juez, pero los magistrados debieran tener conciencia de que en un caso como el señalado al conductor involucrado no se le debe dejar en libertad, porque lo más probable es que salga a celebrar que no le quitaron la licencia, que se ponga a tomar y que cometa el mismo error en dos o tres horas más.

Con las modificaciones legales que se proponen en el proyecto en debate los magistrados contarán con todos los elementos para aplicar la ley como corresponde, con el máximo rigor, de manera que hago un llamado a que procedan de esa forma.

En los casos relacionados con esta materia no se podrá alegar como atenuante la irreprochable conducta anterior. Por ejemplo, si una persona no ha cometido nunca un delito y conduce un vehículo en estado de ebriedad a pesar de que sabe que hay una ley que prohíbe hacerlo, y como consecuencia de eso se estrella contra un paradero y mata a cuatro o cinco personas, no podrá pedir que se considere su irreprochable conducta anterior.

Tal vez no seré muy didáctico en lo que voy a decir, pero quienes observan a una persona que se encuentra en estado de ebriedad subirse a un vehículo para conducirlo, deberían impedírselo por todos los medios. Por lo tanto, hago un llamado a los dueños de restaurantes y de discotecas, así como a los encargados de estacionamientos, en el sentido de que cuando observen una situación de ese tipo, impidan que la persona se suba a su vehículo y llamen a Carabineros. La iniciativa en debate se transformará en una herramienta legal potente, pero todos debemos cooperar para su mejor aplicación.

Por otro lado, me alegro mucho de que se haya acabado la polémica que se había generado respecto del fin del funcionamiento de los controles de alcoholemia en las carreteras, porque la propia Presidenta salió a decir que eso no era efectivo, lo que nos tranquiliza a todos. ¿Qué pasó cuando la gente empezó a decir que ya no se aplicaría esa forma de control? En Semana Santa hubo 23 personas fallecidas a causa de accidentes de tránsito, en circunstancias de que se supone que es una fecha de recogimiento, en la que hay que guardar ayuno. Los que observamos las tradiciones católicas respetamos la celebración de Semana Santa, pero algunos dedican esa fecha para hacer asados, tomar, comer y divertirse, con las consecuencias señaladas: el número de personas fallecidas por accidentes de tránsito se incrementó en ciento por ciento respecto del año pasado.

Es importante que estemos legislando para endurecer las penas contempladas para ese delito, pero los jueces deben aplicar la ley como corresponde. Algunos tal vez dirán que quienes conducen en estado de ebriedad cometen un delito que no es gravísimo y que las cárceles están llenas de asesinos y de gente mala; pero, ¿qué pasa con la persona que mata a otra como consecuencia de manejar en ese estado? ¿Acaso esa persona no es asesina ni merece estar en la cárcel? ¡Claramente, merece estar en la cárcel!

En consecuencia, en honor de todas las personas que han perdido a un ser querido por la irresponsabilidad de unos pocos, con mucha fuerza y pasión, voy a votar a favor el proyecto de ley, con el propósito de que tengamos una herramienta poderosa para combatir a quienes conducen en estado de ebriedad.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Clemira 
Pacheco.

La señora PACHECO (doña Clemira).- Señor Presidente, junto con saludar a las familias de las personas que han quedado con secuelas físicas de por vida o que han muerto a raíz de un accidente de tránsito provocado por un conductor en estado de ebriedad, en especial a los padres de la pequeña Emilia, quiero recordar que hace más de un año recibimos en la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones a muchas familias que integran el movimiento ciudadano que impulsó la presentación de este proyecto de ley.

La iniciativa propone modificar las disposiciones legales que señala, con el objeto de elevar la pena asignada al delito y establecer la inaplicabilidad de penas sustitutivas, como libertad vigilada, prestación de servicios en favor de la comunidad y reclusión parcial.

Por lo tanto, si se causare algunas de las lesiones contempladas en el artículo respectivo del Código Penal o la muerte de una o más personas, el proyecto propone imponer las penas de presidio mayor en su grado mínimo y multa de 20 a 50 unidades tributarias mensuales, además de la pena de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.

Si bien se trata de un proyecto de ley muy comentado y que de alguna manera nos permite hacernos cargo del problema que busca solucionar, creo que aún falta hacer más en materia de prevención. No siempre se produce un cambio de conducta cuando se aumentan las penas. Por eso me preocupa que la sociedad solo reaccione cuando ocurren hechos graves. Debe-
ríamos reflexionar sobre qué medidas o acciones podemos adoptar como sociedad para prevenir casos como los que motivaron el proyecto, y cuál será el rol del Estado y de los ciudadanos para disminuir los factores de riesgo que inciden en ellos. ¿Existen políticas públicas realmente saludables y suficientes en el país para prevenir esos hechos? Algunos países han adoptado medidas como restringir el horario de expendio de licor. Por ejemplo, la detección de conductores con alcoholemia positiva constituye un incentivo para prevenir la ocurrencia de accidentes que causen lesiones gravísimas o con resultado de muerte.

Pero, además, quiero manifestar que me llama la atención, porque es un poco contradictorio con la materia que nos ocupa, lo que está pasando con la reforma tributaria, toda vez que 


considera disminuir los impuestos al alcohol. Ello es contradictorio con la finalidad de este proyecto. Hay que revisar esa disposición.

(Aplausos)

Mediante esta iniciativa pedimos un cambio de conducta, pues se trata de un proyecto punitivo. Pero, en el fondo, lo que debemos hacer es buscar la manera de prevenir situaciones como las señaladas. Cuando discutamos la reforma educacional, deberemos abordar no solo lo relativo al aspecto económico; la calidad de la educación se relaciona con la sociedad que vamos a formar. En ese sentido, debería profundizarse la educación cívica para nuestros niños y para nuestras niñas, y estudiar la manera -lo entiende muy bien la mamá de Emilia, porque también es profesora; somos colegas- de formar una sociedad que asuma conductas responsables y el cambio cultural que tanto requerimos de manera integral, y no solo en el tema que nos ocupa. Por ello, siento que hay contradicciones. Creo que debemos complementar este proyecto con otras medidas, entre ellas las referidas al ámbito educativo.

Si bien el dolor provocado por los hechos ocurridos ha permitido, junto con el movimiento de la ciudadanía, que nos hagamos cargo de esta materia, es necesario complementar esta legislación. Espero que en la reforma tributaria como en la educacional se aborde lo relativo al cambio cultural y social que todos anhelamos.

Por lo expuesto, anuncio que la bancada del Partido Socialista va a votar a favor el proyecto.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Enrique Morano.

El señor MORANO.- Señor Presidente, cuando era un ciudadano, miraba con esperanza el avance de la tramitación anterior de esta iniciativa. Sin embargo, despertamos con dolor el 10 de marzo, cuando nos encontramos con una iniciativa fracasada. Hoy, gracias a la perseverancia, a la constancia y a la fe de los familiares de muchas víctimas, se nos permite esta segunda oportunidad. Por favor, aprovechémosla.

En verdad, parece incomprensible que en pleno 2014, tras tantos hechos aciagos acaecidos, aún estemos pensando si procede o no endurecer las penas a los verdaderos delincuentes que asesinan o causan lesiones gravísimas a personas que circulan confiadamente por nuestras calles, caminos y carreteras.

Lo ocurrido el pasado fin de semana debería llamarnos poderosamente a la reflexión. Hubo casi una treintena de personas fallecidas, no todas víctimas de conductores irresponsables. También debería llamarnos la atención -lo mencionó la colega Clemira Pacheco- que se esté discutiendo si se aumenta o no el impuesto al alcohol. ¿Cuántas muertes ocurridas en Semana Santa pudieron evitarse? ¿Cuántos y cuántas son víctimas de la reincidencia? No parece comprensible que por cualquier vía, directa o indirecta, dejemos en la impunidad a quienes cercenan la vida de muchos y muchas de nuestros compatriotas.

Debemos dificultar el acceso al alcohol, no facilitarlo. Las normas deben ser armónicas y compatibles entre sí. ¿Cuántos muertos más deberemos soportar? ¿Cuántas vidas y futuros tronchados deberemos aceptar, antes de decir como comunidad: “Basta, no más”? Hemos reconocido nuestra corresponsabilidad y la estamos corrigiendo. Es nuestra desidia. Esperemos que en ambas cámaras seamos capaces de derrotarla y de responder como la comunidad nacional quiere. No más muertes que podrían haberse evitado.

Por ello, voy a votar a favor la iniciativa.

He dicho.

-Aplausos.
El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gustavo Hasbún.

El señor HASBÚN.- Señor Presidente, en verdad, al debatir una materia como esta, cuesta entender las posiciones contrarias que existen a aumentar las penas al delito de manejo en estado de ebriedad, sobre todo porque en el Congreso Nacional y en la Sala hemos discutido en reiteradas oportunidades el aumento de las penas para delitos contra la propiedad. Pero cuando se trata de un delito que atenta contra la vida, se empieza a dudar de si es necesario aumentar las penas para quienes lo cometen.

Como dijo en algún minuto Carolina, la mamá de Emilia, pareciera que los bienes de consumo son más importantes que la vida de una persona. Por ello, lo más importante es llamar a la reflexión. ¿Es más importante un bien de consumo que la vida de alguien? Ese es el punto de partida que debemos considerar cuando discutimos este tipo de proyectos. Obviamente, estamos en presencia de una situación muy compleja. No veo cuál es la diferencia entre una persona que con un revólver mata a otro, y aquel que es capaz de subirse a un auto, conducir en estado de ebriedad y no solo causar la muerte de un inocente, sino que, además, darse a la fuga. Es un tema bastante recurrente.

Nos hemos referido mucho al caso de Benjamín y de Carolina, padres de Emilia, y a la situación que les ha tocado vivir, porque ellos han sido quienes han llevado esta bandera de lucha. Pero hay muchos casos. Se nos olvida lo ocurrido con los deportistas que participaban en la maratón de apoyo a la Teletón hace dos o tres años, algunos de quienes murieron atropellados. Uno de los maratonistas, Duilio de la Peira, quedó inválido para toda su vida. El conductor ya había matado a otras personas inocentes. Sin embargo, discutimos y ponemos en duda si la proporcionalidad de la pena es relevante o no en situaciones como esta.

Olvidamos el caso de Verónica Selman. Hace cuatro años, un domingo, iba en su auto con su esposo y sus tres hijos, y un conductor en estado de ebriedad los impactó y causó la muerte de su marido y de su hija de tres años. O el caso de la hija de Loreto Ávalos, que estaba esperando micro para ir a la universidad, a las 07.30 horas, y un conductor se subió a la vereda y la mató. Sin embargo, lo sancionaron con dos años de pena remitida.

Entonces, la pregunta es si la vida de un ser humano es más o menos importante que un bien de consumo. ¿Estamos dispuestos hoy a cuestionar que la vida de una persona es menos relevante?

Me gustaría que muchos parlamentarios que tienen una posición diferente, como algunos senadores, cuya actitud me causa no solo molestia, sino más bien rabia, se dieran la molestia de conocer, en el derecho comparado, cómo fue el debate habido sobre esta materia en países como España, Alemania, Francia, Estados Unidos de América, Cuba, Suiza, Gran Bretaña. En esos países se discutía con los abogados penalistas la proporcionalidad de las penas, a pesar de lo cual aprobaron la ley y pudieron comprobar que las muertes disminuyeron en cerca de 150 por ciento. Además, se terminó con la sensación de impunidad que existía, y los familiares de las víctimas por lo menos han tenido la suerte de comprobar que se ha hecho justicia en los casos que habían afectado a sus familiares directos.

Este tema da para mucho; pero tratemos de no distorsionar las cosas, porque muchos pensamos que el derecho a la vida es un valor absoluto, no relativo; sin embargo, en esta Sala lo relativizamos cada vez que cuestionamos la proporcionalidad de las penas, argumentando que cuando una persona fallece por la acción de un conductor en estado de ebriedad, no es lo mismo que cuando esta es víctima de otra persona armada con un revólver. Para mí no existe diferencia alguna porque -reitero- creo que el derecho a la vida es un valor absoluto, no relativo. Para quienes pensamos así no debe existir proporcionalidad de las penas ni relativismo; no cuestionamos el aumento de las penas porque sabemos que estamos protegiendo un bien superior, como es la vida de las personas. 

Esta materia ya la habíamos discutido con antelación, tal como ocurrió con el proyecto sobre tolerancia cero, que también lo discutimos latamente y fue aprobado en esta Sala por la gran mayoría de los diputados presentes en aquella ocasión. Por cierto, también hubo detractores, pero como todos han podido comprobar que los resultados de esa ley han sido tan positivos, hoy muchos de ellos están de acuerdo con el Plan Tolerancia Cero, porque han visto sus resultados y están de acuerdo con las modificaciones que se introdujeron a la Ley de Tránsito. 

Entonces, nos hacemos las siguientes preguntas: ¿Acaso debemos esperar que haya más personas fallecidas para reaccionar? ¿Hasta cuándo seguiremos privilegiando los bienes de consumo por sobre la vida de las personas? Estas son las reflexiones que debemos hacer aquí, y hago un llamado a los senadores para que actúen con responsabilidad, porque lo que han hecho es vergonzoso; si hubiera estado vigente la “ley Emilia” hace tres, cuatro o cinco meses, tal vez los índices no habrían disminuido, pero sí habría terminado la impunidad y los infractores estarían cumpliendo penas efectivas, evitando así que estos inescrupulosos anden sueltos por las calles riéndose de la gente. Al parecer, para ellos matar a una persona es gratis. Esto es lo que no podemos aceptar.

Espero que una vez que aprobemos este proyecto de ley, asumamos que nuestra responsabilidad no solo implica actuar si algo es bueno o malo, si estamos de acuerdo o en desacuerdo o si académicamente es lo correcto. Lo que debemos hacer, de una vez por todas, es defender la vida, porque el derecho a la vida -lo reitero una vez más- es un valor absoluto, no relativo. Debemos entender que no existe ninguna otra opción, y que la señal que demos desde la Cámara será parte de la historia que se escribirá a futuro. Si aprobamos este proyecto 


estaremos dando una señal potente en el sentido de que se acabó la impunidad y, por sobre todas las cosas, de que vamos a proteger la vida de las personas.

He dicho.

-Aplausos en las tribunas.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, honorable Cámara, en esta ocasión, este proyecto de ley fue despachado por la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones con cierta rapidez, entre otras cosas, porque el proyecto original ya había sido debatido latamente; por desgracia, nos vimos obligados a rechazarlo porque no estuvimos de acuerdo con las enmiendas que le introdujo el Senado.

Cuando uno ha trabajado como médico en hospitales de distintos países del mundo, como es mi caso, se nos encoge el corazón cada vez que una persona deja este mundo; no existe frialdad cuando vemos el sufrimiento y el dolor que aflige a quienes por distintas razones pierden a un ser querido. Los médicos de urgencia siempre tratamos de salvar, de recuperar esa vida para los suyos y para nosotros, aunque no siempre lo conseguimos. Muchas veces, perdemos la batalla contra la muerte. 

Hay vidas que dependen de determinadas medidas que debemos tomar para evitar perderlas. Creo que este proyecto de ley entrega a Chile una herramienta que apunta a evitar la muerte de miles de chilenas y chilenos, hecho que quedará grabado en la historia de la conducción de vehículos motorizados. 

Digo esto porque cuando se otorga una licencia de conducir no se está entregando una licencia para matar. ¿Qué gran diferencia puede existir entre aquellos criminales, asesinos, que utilizando armas blancas, contundentes o de fuego terminan con la vida de una persona 
-pueden existir atenuantes- y aquellos que, sabiendo que al ingerir alcohol o sustancias psicotrópicas, se transforman en potenciales asesinos al tomar el volante de un vehículo motorizado? En este caso, existe alevosía y clara conciencia del peligro que constituye el hecho de conducir un vehículo bajo los efectos de drogas psicotrópicas o del alcohol. Pues bien, hoy esto se hace con absoluta impunidad. Como ya lo dijeron los diputados René Manuel García, Hugo Gutiérrez, Gustavo Hasbún y otros, esto sale gratis, porque las penas que se aplican en estos casos no son efectivas, debido a que en algunos casos prevalecen las influencias, en otros, el dinero y, a veces, la irresponsabilidad de los jueces que hacen efectivas las atenuantes, en contra de las cuales hemos luchado, en mi caso, durante diez años. 

¿Por qué la irreprochable conducta anterior permite matar a otra persona sin que el infractor reciba el castigo que merece? ¿Por qué el hecho de que estos criminales entreguen unos pocos miles de pesos a las familias de las víctimas se considera una atenuante porque indicaría su intención de reparar el daño causado? Al final, no cumplen la pena y quedan sueltos en las calles. 

Este proyecto también rinde un homenaje a decenas de miles de personas -cabe hacer presente que no solo el alcohol y las sustancias psicotrópicas ocasionan la muerte, lo que ya es bastante deleznable y condenable- que ya no son las mismas porque han quedado con lesiones graves o con discapacidades, lo que, desde luego, es un ejemplo vivo de la acción de estos asesinos del volante. Hoy día, vale otro. 

Por eso, me alegro de que la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, que me honro en presidir, haya despachado este proyecto con la rapidez que ameritaba, a fin de salvar otras vidas. El último fin de semana largo se perdieron 28, porque no se practicó la alcoholemia in situ a los conductores que conducían bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad. 

¡De cinco a diez años efectivos de cárcel! Es lo que podemos y debemos hacer; es la pena que pediremos que apliquen los jueces.

Me parece muy bien que se castigue con la cancelación definitiva de la licencia de conducir. Cualquiera de nosotros en una fiesta, en una celebración o en una comida sabe que si ingiere alcohol -vivimos en un país vitivinícola y tenemos una cultura en ese sentido-, debe entregar las llaves de su automóvil y no conducir.

El alcohol y las drogas son un cóctel mortal si se unen con la conducción. Quien conduce un automóvil bajo los efectos del alcohol sabe que se transformará en un arma asesina.

Estoy absolutamente satisfecho de la labor parlamentaria, porque se ha reconocido que los reflejos disminuyen tras beber dos copas de vino y también se ha demostrado científicamente que la ingesta de alcohol anula la capacidad de discernir.

La bancada del Partido Radical Social Demócrata va a votar favorablemente este proyecto de ley.

Quiero hacer un llamado al Ejecutivo, al Ministerio de Educación, al Ministerio de Salud y a Senda -organización que este fin de semana dejó las ambulancias estacionadas y, paradójicamente, aumentaron los fallecidos en las carreteras- para que en la malla curricular escolar se incorporen cursos que permitan que nuestros niños y jóvenes entiendan que la ingesta de alcohol impide conducir un automóvil.

La educación nos va a ayudar mucho a solucionar este problema, más allá de lo que pueda hacer esta futura ley. Es indispensable tomar cartas en el asunto para que a la educación que el niño recibe en su hogar en este tema, se sume la educación del colegio, desde la más temprana edad. La idea es que se incorpore en la mente de cada uno de nuestros habitantes que consumir alcohol y conducir significa potencialmente una condena a muerte para muchos inocentes, como sucedió con Emilia y con tantos otros.

Aquí, no estamos legislando para la galería, sino legislando conscientes de la importancia de esta futura ley.

Por cierto, felicito a los padres de Emilia, a Benjamín y a Carolina, porque ellos han sido el motor para que esto se transforme en una realidad. Ellos y muchos familiares de otros fallecidos por culpa de estos asesinos que van por la vida sin que les pase nada.

Hago un llamado a los señores diputados a tomar conciencia y a votar favorablemente el proyecto, con la esperanza de salvar muchas vidas gracias al aumento de las penas para los irresponsables que conducen bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, hace poco más de un año la muerte de Emilia Silva fue la gota que rebosó el vaso en cuanto al historial que tiene nuestro país en materia de accidentes de tránsito por conducción en estado de ebriedad.

En la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones fundamenté mi voto favorable a esta iniciativa con el argumento de que esta medida sirva como elemento ejemplarizador. 

También señalé que aquí hay un tema cultural del cual no podemos abstraernos. A modo de ejemplo, en un estadio de fútbol podemos ver letreros que llaman al público a beber cerveza, ron, vino o cualquier otro tipo de bebida alcohólica. ¡Qué contradicción más grande! ¡Se promueve el deporte publicitando el consumo de alcohol! 

¿Cuál es la realidad en los pueblos rurales? ¿En qué termina normalmente un partido de fútbol? ¡En una “tomatera”!

Hemos hecho abstracción de muchas cosas, pero gracias al caso de Emilia Silva Figueroa hoy todos nos ponemos de acuerdo para legislar y aplicar la norma como corresponde en los tribunales de justicia.

En la Comisión fundamenté que no hay ni siquiera clases de educación de tránsito en las escuelas, como tampoco existe educación cívica. ¡Se ha perdido todo!

Queremos que la educación vuelva a ser más humana, más cercana y que los alumnos manejen algunos conceptos cívicos.

Quienes representamos a distritos rurales tenemos toda una historia que nos pesa como sociedad, pero hacemos abstracción de ella. Por ejemplo, es común escuchar frases como “entre más tomo, mejor manejo”, o “el vehículo me lleva solo para la casa”. ¡Tantas historias que conocemos!

¿Por qué apelo al tema educacional? Porque debe hacerse un esfuerzo para orientar, educar y entregar una cultura basada en el sentido de la responsabilidad social e individual desde los primeros cursos de enseñanza. Sin embargo, no es posible apuntar hacia una dirección si todos los días, a través de los medios masivos de comunicación, se incita a beber. 

Se nos pide que aprobemos una normativa que condene al máximo a un individuo que, conduciendo un automóvil bajo los efectos del alcohol, hiera o cause la muerte de otra persona. Estoy de acuerdo, como lo dije en la comisión, en aprobar esta moción, que estoy cierto que contará con el voto unánime de los diputados presentes, pero pido que busquemos todos los elementos que son causales del hecho y no solo castiguemos al criminal que cometió el atropello. Después de Emilia ha habido muchos casos exhibidos en televisión y, en general, publicitados por los medios de comunicación.

El Congreso Nacional debe legislar considerando todos estos elementos a fin de tener una sociedad que muestre respeto y sentido de responsabilidad a los ciudadanos que viven en esta Patria.

Apoyaremos el proyecto, pero es necesario seguir enriqueciendo la normativa. No basta que del Parlamento se despachen normas estrictas si la administración de ellas va a ser ambigua.

He dicho.

-Aplausos.
El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, debo partir mi intervención ofreciendo disculpas a la Sala, porque, de alguna manera, en este momento son muchas las emociones y los sentimientos que me embargan. Si no nos duele el estómago o no nos palpita acelerado el corazón al conocer y discutir estos casos; si no somos capaces de sentir el mismo sufrimiento de las personas a las cuales representamos, no deberíamos estar aquí. Somos personas y no máquinas.

Una vez más analizamos este proyecto. Nos abocaremos a su estudio cuantas veces sea necesario, pues en su origen subyace un tremendo sentido de injusticia.

El proyecto en debate -espero que se apruebe; de lo contrario, la Cámara no sería consecuente con lo que sancionó durante la legislatura pasada- no surge solo por hechos aislados. Esto no tiene que ver solo con Emilia. En tal sentido y aprovechando la presencia del ministro de Justicia, me gustaría que le señale al Ejecutivo que estamos esperando que ingrese una iniciativa a fin de modificar la ley de Tránsito en relación con las licencias de conducir. La obtención de la licencia de conducir no es un derecho. No se trata de otorgar una licencia por el solo hecho de que un joven cumpla 18 años. Esperamos que en adelante se marque una diferencia en esta materia y que obtenga la licencia solo quien tenga la capacidad de manejar un vehículo. También esperamos que el sistema para otorgarla sea absolutamente exigente.

En el pasado, hemos pedido al Ejecutivo legislar sobre el particular. Estudiamos la legislación comparada e intentamos que el ministro de Transportes y Telecomunicaciones del gobierno pasado entendiera que es necesario introducir modificaciones a la Ley de Tránsito, más allá de las pruebas que hoy se piden. En verdad, se aumentaron los requisitos para obtener la licencia de conducir, pero -repito- lo que se necesita es un conjunto de medidas que permitan establecer que esta no constituye un derecho para el ciudadano que cumple 18 años de edad o un regalo para quien cumple esa edad. La licencia de conducir debe ser entregada a las personas aptas, psicológica y físicamente, para manejar un vehículo.

¡Por Dios que nos costó aprobar la ley de tolerancia cero tanto en la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones como en la Sala! Como señalaba el diputado Felipe Letelier, mucha gente sigue pensando que si bebe, maneja mejor. Sin embargo, cuando uno explica a la ciudadanía las razones por las cuales votamos favorablemente la ley de tolerancia cero, esta de inmediato la acepta y hasta sugiere endurecerla más.

Me preocupa la fiscalización. Tuvimos un peak en esa materia cuando se aprobó la ley de tolerancia cero, porque se hizo conciencia de que no es posible beber y conducir. Esto hay que repetirlo una y otra vez, porque ese binomio no es aceptable ni corresponde. Eso es lo que quisimos recalcar ayer cuando analizamos el proyecto de ley que impone a los establecimientos educacionales el deber de impartir cursos para prevenir el consumo de drogas prohibidas entre los jóvenes.

Parecemos monos porfiados, pero es necesario discutir una y otra vez esta materia. La Cámara fue consecuente cuando se debatió la ley Emilia. Además, la discusión que se generó fue muy rica. En mi distrito digo que esta es la ley Emilia y la ley Ruth, en honor de Ruth Francesca, de 7 años, que también fue atropellada por una persona que conducía en estado de ebriedad, a cuyo velorio fui en Chimbarongo. Como vemos, se repite la causa del drama. ¡Cómo no recordar lo que ocurrió en la carretera de la Fruta, en la que un camionero que conducía en estado de ebriedad -era la tercera vez que era sorprendido en ese estado- dio muerte a cinco personas! ¡Cómo no recordar a la familia Parada, de San Fernando! Como consecuencia de un accidente en que nuevamente un conductor manejaba un vehículo bajo los efectos del alcohol, dos de sus integrantes encontraron la muerte. ¡La familia quedó completamente destruida! ¡El padre camina como un zombi por las calles de San Fernando!

Ante estos hechos tan desgraciados afloran sentimientos de injusticia, de impotencia y de que en la Cámara y en el Senado no se hace nada sobre el particular. Para detener y reparar esa sensación, llamo a votar favorablemente la iniciativa.

Me gustaría saber qué pasó en el Senado en relación con esta materia. Existe la sensación de que la Cámara de Diputados es la entidad que recoge los sentimientos de injusticia e impotencia de las personas y de que debemos ser la voz de los ciudadanos. Algo les pasa a los senadores. Espero que los que hasta hace poco eran diputados sean capaces de ser consecuentes con lo que votaron aquí. Llamo a los que hasta hace poco fueron diputados y ahora forman parte del Senado -ellos discutieron en esta Sala la materia que nos convoca; algunos realizaron extraordinarios alegatos en el hemiciclo-, a votar el proyecto tal como lo hicieron aquí.

Anuncio que votaremos favorablemente la iniciativa. Sé que con ello no vamos a devolver la vida a Emilia, a Ruth ni a los integrantes de la familia Parada. La idea es hacer justicia e instalar la idea de que no vamos a permitir más que exista sensación de impunidad en las calles. A las nuevas generaciones debemos plantearles una y otra vez, como monos porfiados, que existe tolerancia cero en esta materia, que el binomio alcohol y conducción de 
vehículos no está permitido, porque no es sano para nuestra sociedad.

Esta es una señal para las familias que han perdido a algún ser querido por esta trágica situación, en el sentido de que la clase política de algún modo está escuchando a la ciudadanía.

He dicho.

Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gonzalo Fuenzalida.

El señor FUENZALIDA.- Señor Presidente, anuncio que votaré favorablemente el proyecto, por muchas razones, incluso por algunas que se ponen en duda desde el punto de vista de la doctrina penal.

En primer lugar, quiero felicitar a la familia Silva Figueroa, porque después del hecho dramático que les ha tocado vivir -bajo las mismas circunstancias, muchas familias no tienen la capacidad de sobreponerse y se derrumban-, ha sacado un coraje que ha cruzado fronteras y ha llegado al Congreso Nacional para provocar cambios legales y en la sociedad.

Esta familia no solo representa su historia. Sus integrantes han conocido a mucha gente en el camino e interpretan a muchos casos como el de Emilia: familias que no tuvieron la posibilidad de alzar su voz o de llegar al Congreso Nacional a proponer cambios legales en esta materia. De alguna manera, son voceros del drama que han vivido muchos chilenos que han perdido a un ser querido por la conducción imprudente de una persona que ha consumido alcohol.

Las dudas surgen respecto de si el aumento de la pena de un cuasidelito producirá un efecto disuasivo. A mi juicio, aquí hay un dolo eventual que siempre debe ser representado.

Por eso, llama la atención que el fin de semana pasado la directora del Senda no haya hecho campaña de prevención, que adujera para ello falta de presupuesto y que modificara las unidades asignadas a realizar un plan exitoso de prevención. Cada vez que vemos a través de la televisión a Carabineros que efectúan controles de alcohol in situ, o desplegados en las carreteras, o haciendo campañas, de inmediato disminuyen los accidentes de tránsito. De las veintiocho personas que fallecieron en carreteras y caminos durante el fin de semana pasado, el 25 por ciento corresponde a conductores que manejaban vehículos bajo los efectos del alcohol. 

Por lo tanto, debemos hacer esfuerzos para prevenir y representar, a fin de que los cambios que queremos provocar tengan peso legal. Insisto, quien conduce un automóvil bajo los efectos del alcohol incurre en un dolo eventual, aunque no quiera matar a nadie. El Estado y el gobierno de turno deben representar este hecho a los conductores que a pesar de ser advertidos, de todos modos conducen bajo la ingesta del alcohol. El Estado y el gobierno no solo deben montar campañas de prevención en que se advierta que cuando se maneja en estado de ebriedad se puede producir la muerte de otras personas.

Es cuestionable la opinión de que las penas no producen un efecto disuasivo. Personalmente, considero que sí lo producen. Lo hemos visto en el caso de delitos contra la propiedad. Por ejemplo, el aumento de penas en caso de robo de cajeros automáticos o de autos ha hecho bajar la comisión de los mismos. No existe ningún estudio o demostración empírica de que el aumento de las penas no produzca un efecto disuasivo. Sí lo producen. Muchos colegas abogados podrían afirmar que quizá la pena es desproporcionada o que en el caso de un cuasidelito la pena no produce un efecto disuasivo; yo insisto en que ese efecto se produce, pero que esa medida debe ir acompañada de campañas preventivas. 

Celebro la modificación de la ley Nº 18.216. No sacamos nada con aumentar los grados de la penalidad si los mismos tribunales aplican esa ley para sustituir la pena privativa o restrictiva de libertad por otro tipo de penas. ¿Qué consuelo tiene una víctima -o sus familiares- que ha luchado en tribunales para lograr una pena efectiva si finalmente con una pena sustitutiva el culpable no cumple prisión efectiva? 

Por eso, el proyecto de ley es redondo, por decirlo de alguna forma, ya que no solamente contempla el aumento de la penalidad, sino que también limita la posibilidad de que los tribunales, aplicando su interpretación de la ley y su apreciación de los hechos, puedan sustituir la pena privativa de libertad. 

En consecuencia, voy a votar favorablemente el proyecto de ley y espero que mis colegas hagan lo propio. Si bien se cumplen todos los presupuestos jurídicos, finalmente la única forma de que podamos reducir las muertes producidas por la conducción con ingesta de alcohol es que se aplique una penalidad que produzca una disuasión conductual. De ese modo, no tendremos que lamentar más casos como el que ha vivido la familia Silva Figueroa.

He dicho.

Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Roberto Poblete.

El señor POBLETE.- Señor Presidente, una vez más discutimos, como país, este tema tan importante, severo y sensible. 

Como nos ilustró el diputado Hugo Gutiérrez, es la prensa la que, generalmente por medio de titulares escabrosos y sórdidos, nos cuenta, cada cierto número de días o casi todos los días, detalles de la muerte o de las lesiones graves producidas por algún conductor ebrio que, sin medir las consecuencias, se sube a un automóvil con escasa lucidez y causa daños a un inocente. Está de más la condena que hagamos a esas conductas en la Sala, porque ellas son el resultado de una cadena de muchos eslabones.

Debemos preocuparnos por que en nuestro país no cualquiera tenga derecho a conducir un automóvil, para lo cual debemos adoptar medidas para que la obtención de la licencia de conducir cumpla criterios realmente exigentes. 

Debemos preocuparnos de realizar una campaña para reaprender a conducir. Es común ver en las carreteras a conductores que hablan o, incluso, chatean por celular. Por otra parte 
-es un tema ligado con el que nos convoca-, en estos días se plantea subir el impuesto al alcohol. Sabemos que a mayor precio hay menos consumo.

A propósito del proyecto de ley, debemos responder a la iniciativa que busca castigar más severamente la conducción de vehículos de tracción mecánica por personas que se encuentren en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas, para lo cual la moción eleva en un grado la pena asignada al delito y sus penas accesorias, haciendo, además, inaplicables los beneficios contemplados en la ley N° 18.216.

Una modificación en tal sentido puede entenderse a la luz de hechos que han conmocionado al país, como el accidente que significó la pérdida de sus dos piernas al joven Kevin Silva, o la trágica muerte de la pequeña Emilia Silva Figueroa, de solo nueve meses de edad, cuya familia nos ha dado un ejemplo de integridad y valor.

Pensamos que una buena política penal debe reprochar correctamente los hechos que se ha propuesto dejar fuera del orden jurídico, pero siempre con una mirada proporcionada, en la cual se incorpore de manera efectiva el principio de intervención mínima que el derecho penal moderno trae consigo y asegure un correcto juzgamiento del acusado.

¿Es razonable castigar hoy más severamente a un hombre que bebió hasta embriagarse, que condujo un vehículo y mató a una persona con absoluta negligencia? Con la información disponible, con el conocimiento de los efectos del alcohol y la responsabilidad que se supone debe tener un adulto, pensamos que sí. 

La normativa sobre el manejo en estado de ebriedad fue modificada en enero de 2012 mediante la ley Nº 20.580, que dispuso nuevas sanciones a quien conduzca bajo la influencia del alcohol y ocasione la muerte de una persona. La pena que recae sobre él será de presidio mayor en su grado mínimo -cinco años y un día a diez años-, multa de 21 a 30 UTM y la suspensión de la licencia por un plazo de entre 36 y 60 meses, según determine el juez. 

La reincidencia también se sanciona. En efecto, si se provocan lesiones graves o la muerte, o si existe condena previa por el mismo delito, se aplicará la pena de inhabilidad perpetua para conducir.

Este proyecto aumenta en un grado la pena. La ley ya citada no modificó las normas referidas a la cuantía de la pena del delito de manejo en estado de ebriedad, aspecto esencial que necesita ser cambiado para ayudar a terminar con la conducción irresponsable. 

Sabemos bien que el principal escollo es que los autores del delito de manejo en estado de ebriedad no quedan en prisión preventiva mientras dura el proceso y cumplen una corta condena en libertad debido a lo bajo de la pena, que tiene carácter de simple delito, castigado con presidio menor en su grado máximo, es decir, de tres años y un día a cinco años.

Esto debe cambiar ahora. La oportunidad de hacerlo es esta. Por eso, voy a votar favorablemente la iniciativa.

He dicho.

Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Ha terminado el tiempo del Orden del Día.

Se ha pedido el cierre del debate.

¿Habría acuerdo para ello?

Acordado.

El señor TORRES.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor TORRES.- Señor Presidente, ¿podría solicitar el asentimiento de la Sala para que los discursos de las señoras diputadas y de los señores diputados que no han alcanzado a intervenir puedan insertarse en el Boletín de Sesiones?

El señor CORNEJO (Presidente).- ¿Habría acuerdo de la Sala para acoger la solicitud del diputado Víctor Torres?

Acordado.

-En conformidad con el artículo 85 del Reglamento, se incluyen las siguientes intervenciones no pronunciadas en la Sala y que cumplen con lo dispuesto en el artículo 10 del mismo cuerpo reglamentario:

El señor JARPA.- Señor Presidente, en mi calidad de oftalmólogo, me desempeñé por más de veinte años como médico en el hospital Herminda Martín, de Chillán. En todo ese tiempo compartí el dolor de las familias ante la muerte de sus seres queridos, el cual se ve incrementado cuando el deceso se produce por una causa extraordinaria, como lo es la consecuencia de un accidente producto de la irresponsabilidad de terceros, como puede ser la conducción bajo estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte.

En esta Sala hemos discutido largamente sobre las penas que acompañen a estas acciones. Sin embargo, me quiero detener en el dolor para los familiares de la víctima cuando ven que el causante de la tragedia queda en libertad o es sancionado con penas mínimas.

Es necesario que aquellas personas conscientes de lo que pueden ocasionar al beber y conducir sean sancionadas con penas mayores en la vinculación de accidentes de tránsito con consecuencias fatales.

Esta iniciativa no busca llevar a más personas a los centros penitenciarios, sino que su objetivo es persuadir y generar conciencia en la ciudadanía sobre las penas a las que se arriesga quien conduce en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas y ocasiona un accidente causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte.

Como médico, manifiesto tácitamente que lo que se busca es un cambio de conducta. No es nuestro objetivo tener a los conductores bajo reclusión. Por el contrario, lo que queremos es evitar situaciones como la que vivieron los familiares de Emilia. Queremos un cambio de conducta, esto es, que las personas adquieran el hábito de no conducir bajo los efectos del alcohol, para que no pongan en riesgo la vida de los transeúntes ni de otros automovilistas.

El proyecto que hoy patrocinamos lleva por nombre Emilia, en memoria de la pequeña de solo nueve meses de edad que falleció producto de un choque mientras viajaba en el vehículo de sus padres, lo que fue ocasionado por una persona que se encontraba conduciendo en evidente estado de ebriedad, arrojando una alcoholemia de 1,9 gramos de alcohol en la sangre.

El dolor de Benjamín Silva y Carolina Figueroa, padres de Emilia, es un dolor que se ve acrecentado por la condena de tan solo dos años de pena remitida, la cual cumple en libertad el autor de este lamentable suceso.

Es necesario generar un cambio de conducta en los automovilistas. Por eso, solicitamos que se modifique la Ley de Tránsito indicando que en el caso de lesiones graves o muerte de una o más personas, se impondrán las penas de presidio mayor en su grado mínimo y multas que varíen entre las 20 y las 50 UTM, además de la pena de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.

Asimismo, que se elimine el derecho para estas personas de acceder a beneficios penitenciarios, como salidas dominicales, reducción de pena por buena conducta y libertad condicional, de manera que la pena se cumpla en su totalidad en la cárcel.

He dicho.

El señor PILOWSKY.- Señor Presidente, honorable Cámara, tal como se ha expuesto en el informe, este proyecto tiene por finalidad “Desincentivar la conducción de vehículos de tracción mecánica por personas que se encuentren en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas”. Para dicho efecto, se aumenta en un grado la pena asignada al delito si tiene como resultado la muerte de alguna persona o se producen las lesiones establecidas en el artículo 397, N° 1, del Código Penal. Lo anterior se complementaría imposibilitando que el responsable pueda recibir los beneficios establecidos en la ley 
N° 18.216 y sus modificaciones.

A pesar de la gravedad de estos hechos, en la actualidad quienes infringen la ley son sancionados con penas que cumplen, en general, en libertad.

La comunidad no entiende cómo es posible que, ante estos hechos tan reprochables, como el manejo en estado de ebriedad con resultado de muerte o lesiones, de acuerdo con lo establecido en el artículo 397, N° 1, del Código Penal, las personas responsables no sean sancionadas en forma drástica. En este tipo penal existen caracteres preintencionales (dolo al inicio, en el manejo) y culpa en el remate o exceso (muerte o lesiones graves del artículo 397, N° 1, del Código Penal), lo que permitiría justificar una pena más alta que la asignada a un simple un hecho culposo. En efecto, “en los conductores ebrios existe la voluntad de actuar infringiendo las normas legales que prohíben la conducta, aceptando claramente que su acción en un grado de alta probabilidad afectará la vida o integridad física de terceros”. 

Respecto de las cifras que se plantean en el informe, resalto las siguientes:

-Cinco personas fallecen al día por accidentes de tránsito. 

-Los accidentes de tránsito son la primera causa de muerte entre los niños de 0 a 14 años.

-Los accidentes de tránsito son la segunda causa de muerte en los jóvenes de entre 15 y 29 años. 

-Hay tres veces más personas fallecidas por accidentes de tránsito que por homicidios en nuestro país. 

En cuanto al contenido, daré mi aprobación al proyecto en sus diversos aspectos: 

A) La aplicación de igual sanción al manejo en estado de ebriedad o bajo los efectos de sustancias estupefacientes o psicotrópicas.

B) Al aumento de la sanción a presidio mayor en su grado mínimo, que va de cinco años y un día a diez años. (Hoy es presidio menor en su grado máximo, es decir, tres años y un día a cinco años).

C) Aumento de las multas entre 20 y 50 UTM y mantener la pena accesoria de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.

D) Finalmente, eliminar la facultad de aplicar las penas sustitutivas de las penas privativas o restrictivas de libertad, establecidas en la ley N°18.216 y sus modificaciones.

Quiero resaltar que el reproche del ordenamiento jurídico será de tal magnitud que, en lo que se refiere a la no aplicación de los beneficios de la citada ley, hacen comparable al delito que estamos sancionando con, por ejemplo, el secuestro para el rescate, la violación, etcétera.

Con todo, manifiesto a la honorable Cámara que habrá que complementar esta ley en proyecto con otras medidas que se establezcan: por ejemplo, agravantes para aquellos casos en que el responsable se escape del lugar.

Finalmente, señor Presidente, deseo dejar establecido que cuando este proyecto se transforme en ley habremos dado un paso importante. La ley, sin lugar a dudas, tiene un efecto en la sociedad. Pero lo más importante será establecer planes, programas y políticas públicas que vayan al fondo del problema, que cambien la actitud de las personas, de manera que se potencie una cultura de la responsabilidad. En definitiva, que creemos una sociedad no solo de derechos, sino también de deberes. Somos todos responsables de aquello.

Por lo expuesto, anuncio mi voto a favor del presente proyecto.

He dicho. 

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde votar en general el proyecto que modifica disposiciones que señala, referidas al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte.

Hago presente a la Sala que sus normas tratan materias propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 100 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

El señor CORNEJO (Presidente).- Por no haber sido objeto de indicaciones, queda aprobado también en particular.

Despachado el proyecto.

CONDICIONES ESPECIALES PARA APLICACIÓN DE ARTÍCULO 18 DE LA
LEY N° 19.479 Y OTORGAMIENTO DE BONO COMPENSATORIO A
EXFUNCIONARIOS Y FUNCIONARIOS DEL SERVICIO NACIONAL DE ADUANAS (Tercer trámite constitucional. Boletín N° 9113-05) [Votación]
El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde votar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, sesión 119ª de la legislatura 361ª en 23 de enero de de 2013. Documentos de la Cuenta N° 10.
El señor CORNEJO (Presidente).- En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 1 voto; por la negativa, 96 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Rechazadas.
-Votó por la afirmativa el diputado señor Boric Font Gabriel.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arriagada Macaya Claudio; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Mirosevic Verdugo Vlado; Urízar Muñoz Christian.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO Y DE RESOLUCIÓN

PRÓRROGA DE INCENTIVO AL RETIRO PARA ASISTENTES DE LA EDUCACIÓN Y FUNCIONARIOS DE UNIVERSIDADES ESTATALES (Preferencia)

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Por acuerdo de los Comités parlamentarios, se acordó discutir con preferencia el proyecto de resolución N° 23, en virtud del cual se solicita a su excelencia la Presidenta de la República que prorrogue el beneficio de incentivo al retiro para asistentes de la educación y funcionarios de universidades estatales. 

El señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 23, de la diputada señora Yasna Provoste y de los diputados señores Juan Morano, Pablo Lorenzini, Sergio Ojeda, Iván Fuentes, Rodrigo González, Claudio Arriagada, Sergio Espejo, Giorgio Jackson y Gabriel Boric, que en su parte dispositiva señala lo siguiente:

La Cámara de Diputados acuerda oficiar a su excelencia la Presidenta de la República, al ministro de Educación y al ministro de Hacienda, solicitando que envíe a esta Corporación un mensaje presidencial para prorrogar el beneficio de incentivo al retiro para los asistentes de la educación y los funcionarios de universidades estatales, establecido en las leyes 
Nos 20.374, artículo 1°, y 20.652, artículo 1°.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra la diputada señora Yasna Provoste.

La señora PROVOSTE (doña Yasna).- Señor Presidente, el sistema educacional es muy desigual, lo que también afecta las remuneraciones de los trabajadores que laboran en él. Es necesario que el Gobierno acoja esta iniciativa para garantizar mejores condiciones de retiro a los asistentes de la educación y a los trabajadores de las universidades estatales, tal como lo hicimos en días pasados en relación con profesores y profesoras. Aquellos que han dejado su vida en el sistema educacional necesitan, por el precario sistema de administración de fondos previsionales que tenemos en el país, que el Estado genere incentivos y bonificaciones al retiro.

Por eso, solicito a la Sala que preste su aprobación al proyecto de acuerdo para que el Gobierno tramite en una mesa de negociaciones mejores condiciones para incentivar el retiro de asistentes de la educación y de trabajadoras y trabajadores de las universidades estatales, a fin de garantizarles una jubilación en mejores condiciones, por medio de la cual se reconozca el esfuerzo y el trabajo que han dedicado al sistema educativo.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado señor Romilio Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Romilio).- Señor Presidente, me sumo a este proyecto de resolución, porque es de suma importancia contar con una política permanente que beneficie y reconozca la contribución efectuada por los funcionarios de la educación en todos sus niveles. Por eso, considero relevante que el Gobierno acoja el planteamiento que se le hace, en el sentido de tener un incentivo al retiro permanente para los docentes y asistentes del sistema educacional. 

Hoy vivimos una situación crítica. Hay personas que han cumplido su etapa de trabajo y están esperando un merecido descanso. Además, todos conocemos el problema relacionado con las bajas pensiones. Una forma de ayudar a los funcionarios del sistema de educación y de las universidades estatales es a través de la entrega de un bono que estimule y reconozca ese esfuerzo. Ello les permitirá retirarse con un cierto grado de dignidad después de tantos años de trabajo y de contribución al sistema educacional.

Por lo señalado, votaré favorablemente el proyecto de resolución.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de resolución.

Ofrezco la palabra. 

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 89 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Espinosa Monardes Marcos; Farcas Guendelman Daniel; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rocafull López Luis; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías.

CREACIÓN DE UNA LEY INTEGRAL DEL ADULTO MAYOR

El señor CARMONA (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del proyecto de resolución N° 21, en virtud del cual se solicita a su excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley integral del adulto mayor.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 21, de las diputadas señoras María José Hoffmann y Marcela Sabat, y de los diputados señores David Sandoval, Sergio Ojeda, Javier Hernández, Jorge Rathgeb, Leopoldo Pérez, Ignacio Urrutia, Bernardo Berger y Pablo Lorenzini, cuya parte dispositiva señala:

En mérito de lo expuesto, solicitamos a su excelencia la Presidenta de la República, doña Michelle Bachelet Jeria, tenga a bien disponer el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley integral que entregue un marco legal que regule de manera global las materias relativas al adulto mayor.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado señor David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, por todos es conocido el fuerte incremento que ha experimentado la población mayor de 60 años, que se reconoce como adulto mayor, particularmente en Chile. Este fuerte incremento demandó que la Comisión Especial del Adulto Mayor elaborara un informe, que fue apoyado por todos sus diputados integrantes y refrendado por la Sala de esta Cámara. 

En ese informe se plantearon tres lineamientos que, a juicio de nuestra comisión, son importantes de llevar adelante. 

Primero, una política nacional del adulto mayor, que las actuales autoridades deberán seguir trabajando en pro de mejorar la calidad de vida de nuestros adultos mayores.

Segundo, Chile tiene la población más envejecida de América Latina. Por eso, el segundo lineamiento consiste en reforzar de manera urgente la institucionalidad, particularmente el Servicio Nacional del Adulto Mayor. 

El tercer lineamiento -importantísimo- es poner a Chile a la vanguardia en materia legislativa a través de la creación de una ley integral del adulto mayor, a fin de aglutinar toda la legislación dispersa relacionada con este segmento de la población.

Hace pocos días, un reportaje de televisión exhibió las precarias condiciones en que viven los adultos mayores de un hogar de la ciudad de Curicó. Creemos que esa es la punta del iceberg. Ese sector vulnerable de la población tiene la urgente necesidad de contar con un marco jurídico que le asegure una adecuada defensa y protección de sus derechos, para nunca más tener que vivir en condiciones de precariedad y de extrema marginalidad. Esto es lo que nosotros tenemos que revertir. 

Hogar de ancianos, asilo de ancianos, casa de reposo, centro del adulto mayor. Esas son algunas denominaciones para esconder instituciones informales que cubren de manera precaria las necesidades de nuestros adultos mayores. Esa legislación integral deberá apuntar fundamentalmente a reconocerles sus derechos y a que el Estado les brinde las condiciones de dignidad que se merecen.

En razón de lo expuesto, solicito el respaldo unánime de la Sala al proyecto de resolución en debate, pues la legislación que se solicita pondría a Chile a la vanguardia en materia de políticas públicas dirigidas a los adultos mayores.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, ayer hablábamos del Centro de Entrenamiento Cerebral Multidisciplinario para el Adulto Mayor. Desde hace tiempo venimos presentado proyectos de resolución relacionados con distintas necesidades de ese segmento de la población en el área de la salud, de la vivienda y, también, recreacional. Esa es la mejor demostración de que estamos legislando sobre esta materia de manera fraccionada. 

Con el diputado señor Sandoval solicitamos la dictación de una ley integral del adulto mayor, es decir, un cuerpo normativo que abarque todos los aspectos relacionados con ese grupo etario, un verdadero estatuto jurídico de protección y de asistencia. Tal como se hizo en materia de protección de los derechos del niño, de las niñas y de los adolescentes, también debiera enviarse un proyecto de ley que aglutine toda la legislación existente, como la que regula las casas de acogida o la relativa a los adultos postrados. Hay muchos adultos mayores que viven solos y enfermos, sin ninguna asistencia. Lo mismo sucede en materia de defensa jurídica y de otra serie de normas que debieran estar insertas en una ley integral.

Ayer señalamos que los adultos mayores en el país alcanzan al 15 por ciento y que en 2025 constituirán el 28 por ciento de la población. Decíamos también que a la fecha hay más de 6.000 chilenos que tienen cien años de edad o más, y que en 2050 llegarán a 37.000. Eso indica que tenemos que anticiparnos a esa realidad y crear un estatuto jurídico o una ley integral del adulto mayor que solucione y satisfaga sus más elementales necesidades.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de resolución. 

Ofrezco la palabra.

En votación. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 60 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Aprobado.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Hernández Hernández Javier; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Lavín León Joaquín; Letelier Norambuena Felipe; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Molina Oliva Andrea; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rivas Sánchez Gaspar; Rocafull López Luis; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Trisotti Martínez Renzo; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallespín López Patricio.

INTEGRACIÓN DE REGIÓN DE ANTOFAGASTA A PLAN ESPECIAL DE
 DESARROLLO DE ZONAS EXTREMAS

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- El proyecto de resolución N° 22, por el que se solicita a la Presidenta de la República reincorporar a la condición de zona de interés turístico las localidades contenidas en el Decreto Exento N° 140, de 10 de marzo de 2014, fue retirado por sus autores. 

El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del siguiente proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución N° 26, de la diputada Marcela Hernando y de los diputados Marcos Espinosa, Jorge Insunza, Vlado Mirosevic, Luis Rocafull, Alberto Robles y Fernando Meza, cuya parte dispositiva señala:

Por lo anteriormente expuesto, la Cámara de Diputados acuerda oficiar y solicitar a su excelencia la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, integrar a la Región de Antofagasta al Plan especial de Desarrollo de Zonas Extremas.

El señor ORTIZ.- Pido la palabra, señor Presidente. 

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, ¿por qué no nos abocamos a debatir el proyecto de resolución N° 24, que solicita el retorno del hospital Clínico de la Universidad de Chile a la red de salud pública y la creación de una comisión interministerial ad hoc para desarrollar mecanismos adecuados para estructurar su financiamiento? Hago la pregunta porque este tema lo analizamos en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, cuando analizamos los recursos para 2014, y no pudimos aprobar esta materia por dos votos. 

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Señor diputado, sus autores pidieron tratarlo la próxima semana.

Ofrezco la palabra para apoyar el proyecto de resolución N° 26. 

Ofrezco la palabra.

Para impugnarlo, tiene la palabra el diputado señor Gabriel Boric.

El señor BORIC.- Señor Presidente, con todo el respeto que les tengo a los habitantes de la Región de Antofagasta, la calidad de zona extrema no se adquiere por concurso; se requieren ciertas características, como las que tienen Aysén y Magallanes, como falta de conectividad, dificultades climáticas, poblamiento y problemas geopolíticos importantes de considerar. Por lo tanto, integrar más regiones a esto va quitando el verdadero carácter que debe tener el Plan Especial de Desarrollo Zonas Extremas.

En consecuencia, si bien la Región de Antofagasta puede aunar motivos para ser objeto de una preocupación especial -es legítimo que sea así y los diputados que lo estimen pertinente deben hacerlo presente-, me parece que no corresponde que se la denomine zona extrema.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- La diputada señora Marcela Hernando ha solicitado hacer uso de la palabra para apoyar el proyecto de resolución. Sin embargo, ya se ofreció la palabra para tal efecto, por lo que no corresponde acceder a su solicitud, a menos que exista unanimidad para ello.

¿Habría acuerdo para acoger la petición de la diputada señora Hernando?

No hay acuerdo.

En votación el proyecto de resolución.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 27 votos; por la negativa, 14 votos. Hubo 9 abstenciones.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Browne Urrejola Pedro; Cicardini Milla Daniella; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Hernando Pérez Marcela; Jaramillo Becker Enrique; Kast Sommerhoff Felipe; Melo Contreras Daniel; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Poblete Zapata Roberto; Rivas Sánchez Gaspar; Rocafull López Luis; Saffirio Espinoza René; Soto Ferrada Leonardo; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Boric Font Gabriel; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Coloma Alamos Juan Antonio; De Mussy Hiriart Felipe; Jackson Drago Giorgio; Melero Abaroa Patricio; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Norambuena Farías Iván; Pilowsky Greene Jaime; Sandoval Plaza David; Trisotti Martínez Renzo; Vallespín López Patricio.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Kast Rist José Antonio; Lavín León Joaquín; Macaya Danús Javier; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo y de resolución figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VII. INCIDENTES

ENTREGA A MUNICIPALIDAD DE VALPARAÍSO DE ORTOFOTOS Y
CARTOGRAFÍA DE ZONA AFECTADA POR INCENDIO (Oficio)

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité de la Unión Demócrata Independiente, hasta por 14 minutos y medio.

Tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Urrutia.

El señor URRUTIA (don Osvaldo).- Señor Presidente, recientemente, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública solicitó al Servicio Aerofotogramétrico de la Fuerza Aérea un vuelo especial para fotografiar desde el aire la zona afectada por el incendio que devastó a Valparaíso. La idea es elaborar una cartografía más precisa, con información detallada de las casas siniestradas y de las familias damnificadas.

En consideración a que el municipio de Valparaíso es el organismo que, desde un comienzo, ha estado y estará en terreno en forma permanente, solicito oficiar al ministro del Interior y Seguridad Pública, con el objeto de pedirle que haga entrega de las ortofotos y de la cartografía, con todos los productos asociados, no solo con el objeto de compartir una información financiada con fondos públicos, sino también para que la municipalidad de Valparaíso pueda mejorar y precisar el diagnóstico, para llegar pronto y en forma eficiente y eficaz con la ayuda a las familias damnificadas.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados y las diputadas que levantan la mano.

CONSTRUCCIÓN DE NUEVO CENTRO PENITENCIARIO EN COYHAIQUE
(Oficios)

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor David 
Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, solicito oficiar al ministro de Justicia, al director nacional de Gendarmería de Chile, a la intendenta y al seremi de Justicia de la Región de Aysén, y enviar copia de esta presentación a la presidenta de la Corte de Apelaciones de Coyhaique, por el tema que expondré a continuación.

Quiero referirme a la relevancia que ha puesto la Corte de Apelaciones respecto de las muy precarias condiciones en que se encuentra la cárcel de Coyhaique. En una nota en que convoca a una reunión para tratar el tema, expresa que la estructura física y sus condiciones de funcionamiento interior inciden gravemente en los derechos humanos, tanto de los internos como del propio personal de Gendarmería, dada la precariedad de la condición en que se encuentra su infraestructura, que fue construida hace muchas décadas.

En su oportunidad, un exministro, quien fue precandidato al Senado por esa región, se comprometió a construir esa cárcel en un plazo ya ampliamente superado.

En la administración anterior, se enviaron diversos oficios para requerir lo mismo. La secretaría regional ministerial de Justicia de Aysén realizó diversos estudios respecto de la eventual localización de este recinto, pero, haciéndonos eco de las reclamaciones de la presidenta de la Ilustre Corte de Apelaciones de Coyhaique, señora Alicia Araneda Espinoza, estamos conscientes de la urgente necesidad de que se definan, con claridad, los plazos y el lugar en que dicho recinto debería ser construido, con lo que se resolvería el actual problema de alta precariedad y de gran hacinamiento en ese centro penitenciario.

He visitado la cárcel de Coyhaique y he constatado que, por su precariedad y su antigüedad, esa construcción ya no resiste más.

Por lo tanto, espero que a través de estos oficios se haga más presión en tal sentido y me sumo al planteamiento que están haciendo los tribunales de justicia de nuestra región.

Es necesario que este proyecto entre rápidamente en su línea de ejecución, tanto en la definición del lugar de instalación como en su construcción.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados y diputadas que así lo indican.

NECESIDAD DE CONSTRUCCIÓN DE CARRETERA LONGITUDINAL AUSTRAL ENTRE REGIONES DÉCIMA Y UNDÉCIMA (Oficios)

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, en segundo lugar, quiero expresar que en reiteradas ocasiones he solicitado al ministro de Obras Públicas que tengamos una audiencia de trabajo técnico para tratar un tema que para la Región de Aysén y para Palena es absolutamente prioritario y fundamental: la construcción de la Carretera Longitudinal Austral, en su tramo de las regiones Décima y Undécima.

En consecuencia, solicito oficiar al ministro de Obras Públicas, al director nacional de Vialidad, a la intendenta y al seremi de Obras Públicas de la Región de Aysén, en atención a que, hace pocos días, vimos a la Presidenta de la República en una importante ceremonia, en que entregó el terreno para una obra emblemática para la isla de Chiloé: la construcción del puente Chacao, que significará más de 750 millones de dólares. Es una obra importantísima para terminar con el aislamiento de la zona, de lo cual nos alegramos. Pero en Chile no hay una zona más aislada y más precariamente conectada que la Región de Aysén y la provincia de Palena.

Quiero hacerme cargo de las demandas de los alcaldes de la provincia de Palena, con quienes tuve la oportunidad de reunirme hace un tiempo, a propósito de que la Comisión de Zonas Extremas celebró sesiones con ellos en Chaitén. Los alcaldes de las comunas de la Región de Aysén también han planteado reiteradamente esta necesidad.

El alcalde Patricio Ulloa, de Cochrane, en la zona sur de la Región de Aysén, así como otros alcaldes y numerosas comunidades hablaban de una sola demanda: caminos, caminos y más caminos. En la actualidad, esa demanda está plenamente vigente. 

La diversidad de problemas que tenemos por no contar con infraestructura de conectividad es la causa fundamental del bajo nivel de desarrollo de la región, que es una de las que tiene menos crecimiento. A diferencia de todas las otras regiones, vive fundamentalmente de la inversión pública. Francisco Vidal, exministro de la Concertación, dijo que era la región más “soviética” que conocía, porque de cada cien pesos que se invierten en la Región de Aysén, 85 los aporta el Estado. 

Además, la falta de caminos conlleva una serie de efectos adicionales: empleos de mala calidad, que se acaban cuando termina una obra pública; el horizonte de las familias también está sujeto a esos contratos, existe imposibilidad de que la gente pueda acceder a créditos de largo plazo para resolver sus problemas, etcétera.

Entiendo que el Gobierno asumió hace poco, pero espero que resuelva el problema de conectividad a la brevedad. Es fundamental que la Presidenta se defina respecto de Aysén, tal como lo hizo hace algunos días en relación con un importante programa de desarrollo y de integración de la isla de Chiloé.

En ese sentido, quiero requerir, a través de esta instancia, que el Ministerio de Obras Públicas defina plazos, procedimientos y acciones destinados a resolver el problema.

Palena y Aysén abarcan más del 18 por ciento de la superficie de Chile continental. Allí vivimos poco más de 110.000 personas, que aportamos menos del 2 por ciento del producto interno bruto. La causa es la irresponsabilidad que ha tenido el Estado al mantener ese extenso territorio en condiciones de aislamiento.

Espero sinceramente que la administración que acaba de asumir ofrezca luces y alternativas nuevas, con la energía que trae un Gobierno que se está instalando, para que se termine el aislamiento de este tremendo territorio que es la zona austral del país. 

Si sumamos Palena, Aysén y Magallanes, estamos hablando de más de un tercio de la superficie de Chile continental; pero en ese territorio vive menos del 2 por ciento de la población del país y aportamos menos del 2 por ciento al producto interno bruto. Cabe preguntarse por qué ocurre eso. ¡Chile es el único país que tiene un tercio de su territorio sin conectividad terrestre! Este es un tema sobre el que queremos y necesitamos llamar la atención, y que debemos resolver a la brevedad. 

Espero sinceramente que el gobierno que se está instalando nos diga de qué manera va a enfrentar este tema en estos cuatro años. Entendemos que el aislamiento no se va a resolver en cuatro años, pero queremos saber con certeza cómo y cuándo se va a iniciar ese proyecto.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados y las diputadas que así lo indican.

RECURSOS PARA TÉRMINO DE OBRAS DE ALCANTARILLADO EN LOCALIDAD DE SANTA OLGA, COMUNA DE CONSTITUCIÓN (Oficio)

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pedro Pablo Álvarez-Salamanca.

El señor ÁLVAREZ-SALAMANCA.- Señor Presidente, una de las obras importantes impulsadas en el gobierno de Sebastián Piñera fue la construcción del alcantarillado en la localidad de Santa Olga, en la comuna de Constitución. Esta obra era esperada por los vecinos de ese lugar desde hace muchos años. 

La construcción del alcantarillado en Santa Olga comenzó hace un par de años, pero hoy las obras se encuentran paralizadas, al parecer por falta de recursos. 

Muchos vecinos me han contactado en mi oficina para manifestarme su preocupación, ya que no entienden por qué dicha obra, que era emblemática para el gobierno del Presidente Sebastián Piñera, hoy se encuentra detenida. La construcción del alcantarillado en Santa Olga es una obra muy importante, que beneficiará a más de 3.000 familias que hoy viven en esa localidad. 

Por lo tanto, solicito oficiar al subsecretario de Desarrollo Regional para que tome conocimiento de la situación descrita y disponga los recursos que faltan para que la construcción del mencionado alcantarillado por fin se concrete. 

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quienes así lo manifiestan a la Mesa. 

RECURSOS PARA FAMILIAS CAMPESINAS DE REGIÓN DEL MAULE
AFECTADAS POR ESCASEZ HÍDRICA (Oficio)

El señor ÁLVAREZ-SALAMANCA.- Señor Presidente, por otra parte, solicito que se oficie al director del Indap de la Región del Maule, a fin de que disponga la entrega de los recursos necesarios para la alimentación animal y apícola de la zona. 

Es de conocimiento público que actualmente estamos sufriendo un serio problema de escasez hídrica. Faltan alimentos, pasto, sobre todo en el secano costero, donde muchas familias campesinas viven de su pequeño ganado.

Queremos que el director del Indap de la Región del Maule disponga la entrega de los recursos suficientes para ir en ayuda de esas familias campesinas con forraje, en el caso de los animales, y algún tipo de alimento para las abejas, que hoy se están muriendo a causa de la falta de alimento o de algún tipo de enfermedad. 

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quienes así lo manifiestan a la Mesa. 

PREOCUPACIÓN POR CONSTRUCCIÓN DE CREMATORIO EN SECTOR
LO FIGUEROA, COMUNA DE PENCAHUE (Oficios)

El señor ÁLVAREZ-SALAMANCA.- Señor Presidente, por último, quiero hacer presente la preocupación que hoy tienen los vecinos del sector Lo Figueroa, en la comuna de Pencahue, debido a la inminente construcción de un crematorio en dicho lugar. 

A mi juicio, dicho crematorio generará un serio impacto en los productores agrícolas del sector Lo Figueroa, más aún si consideramos que hoy son muchos los agricultores y pequeños productores que se encuentran en proceso de certificación de sus productos como orgánicos y, además, con denominación de origen. 

Por otra parte, en el sector hay escuelas, clubes de adultos mayores. Se trata de un barrio residencial, de manera que sería muy grave que se construyera esa obra, porque causaría un daño importante en la calidad de vida de los vecinos.

Por lo expuesto, solicito oficiar al intendente, a los seremis de Agricultura y de Salud y al director del Servicio de Evaluación Ambiental, todos de la Región del Maule, a objeto de que nos remitan todos los antecedentes de que disponen sobre la materia y nos informen si en este caso se ha cumplido o no con todos los aspectos administrativos y legales que corresponden.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo manifiestan a la Mesa. 

ANTECEDENTES SOBRE PARALIZACIÓN DE PROCESO DE COMPRA
DE VAGONES DEL METROTRÉN MELIPILLA-SANTIAGO (Oficios)

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Antonio Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, hoy en la mañana nos enteramos con mucha preocupación de un documento emanado de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado que da cuenta de la paralización de la compra de vagones y del mantenimiento a los vagones del Metrotrén que unirá Melipilla y Santiago. Nos parece de suma gravedad que una obra emblemática del Presidente Piñera se paralice.

Nos contactamos y coordinamos con la gente de la empresa, que nos señaló que se trata de una paralización parcial en espera de la designación de nuevas autoridades. Pero no parece razonable esa paralización simplemente para esperar la nominación de autoridades, puesto que solo se estaba pidiendo la apertura de ofertas técnicas para la adquisición de los mencionados vagones, cuyo análisis demora entre tres y cuatro meses. 

En consecuencia, solicito que se oficie tanto al ministro de Transportes y Telecomunicaciones como al presidente del directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado para que clarifiquen la situación de la paralización a que me referí, para que precisen los plazos que regirán de aquí en adelante para la compra de esos vagones y para saber si este proceso continuará -ese fue el compromiso del Presidente Piñera-, se detendrá o se dilatará, como ha ocurrido con tantas otras obras emblemáticas.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa. 

SOLICITUD DE CONSTRUCCIÓN DE NUEVO HOSPITAL EN
COMUNA DE PEÑAFLOR. (Oficio)

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en segundo lugar, quiero manifestar que el hospital de Peñaflor hoy se encuentra absolutamente destruido. Ya con el terremoto de 1985 dicho centro hospitalario quedó en condiciones deplorables. Sin embargo, siguió funcionando, incluso después del terremoto del 27 de febrero de 2010, razón por la cual ya no da para más. 

Por eso, junto con los vecinos de Peñaflor y de Padre Hurtado solicitamos la construcción de un nuevo hospital. 

Entendemos que para dicha zona, que ha multiplicado por tres su población en los últimos quince años, es fundamental contar con salud de calidad, con un centro hospitalario que tenga especialistas y desde el cual los pacientes no sean derivados constantemente a Santiago. 

Por tal razón, solicito que se oficie a la ministra de Salud a efectos de pedirle el inicio de los estudios correspondientes para la construcción de un nuevo hospital en Peñaflor que vaya en beneficio de los habitantes de esa comuna y de la de Padre Hurtado. 

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo manifiestan a la Mesa. 

PREOCUPACIÓN POR USO INDISCRIMINADO DE AGUAS DE LAGO LAJA.
NECESIDAD DE CONSTRUCCIÓN DE EMBALSES Y DE CREACIÓN
DEL MINISTERIO DEL AGUA (Oficio)

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- El turno siguiente corresponde al Comité Independiente, que ha cedido su tiempo al Comité Radical Social Demócrata.

Por lo tanto, tiene la palabra, por seis minutos y medio, el diputado José Pérez.

El señor PÉREZ (don José).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero agradecer al Comité Independiente por cederme su tiempo de Incidentes.

En segundo lugar, quiero señalar que ayer se celebró el Día Mundial de la Tierra. 

Al respecto, cabe manifestar que, sin agua, nuestro planeta no tiene ningún destino. Y hoy, como consecuencia del cambio climático, son varios los lugares del mundo donde el agua se hace cada día más escasa, y, por cierto, ello nos afecta como país desde Arica hasta el sur de Chile, hasta Puerto Montt. De ahí entonces que se trata de un asunto que debemos tomar en serio. 

Ayer participé en un importante seminario internacional que se ocupó de la situación del lago Laja, provincia de Biobío, embalse natural muy importante, el más grande de Chile en algún momento de nuestra historia, con una capacidad de 7.500 millones de metros cúbicos. Este embalse natural se creó como consecuencia de la erupción sucesiva de algunos volcanes que se encuentran en la cordillera, al oriente de Los Ángeles. Pero de esos 7.500 millones de metros cúbicos, hoy solo quedan 500 millones. La capacidad del embalse ha bajado a la quinceava parte de su reserva histórica. 

¿Cuál es el motivo de dicha reducción? Simplemente, que allí está Endesa, que mediante una serie de centrales hidroeléctricas está haciendo un uso indiscriminado e irracional de las aguas del lago. Esa situación es de real gravedad, no solo para los regantes de Ñuble y de la provincia de Biobío, sino para el país. 

El agua es un recurso estratégico. En este caso, estamos hablando de aguas limpias que se encuentran en la cordillera, que están desapareciendo debido a que Endesa -reitero- está haciendo un uso indiscriminado de ellas, puesto que las centrales hidroeléctricas instaladas en la zona están utilizando más agua que la que ingresa al lago.

Si bien desde 1958 existe un convenio que autoriza el uso de esas aguas, se debe tener en cuenta que el artículo 10 de ese documento faculta al Estado de Chile para regular la utilización del recurso hídrico, que es fundamental para el cultivo de alimentos que van en beneficio de los seres humanos. El agua es vida, pero está desapareciendo en ese embalse natural de gran importancia, que en algún momento fue el más grande de Chile.

La profundidad media del lago Laja era del orden de 85 metros, pero en la actualidad apenas alcanza los cinco o seis metros, situación dramática que ha generado un impacto muy serio en el aspecto medioambiental.

En el encuentro en que se trató esta materia se llegó a conclusiones muy importantes al respecto.

La Dirección Nacional de Obras Hidráulicas, que depende del Ministerio de Obras Públicas, es el organismo que debe velar por la conservación de los embalses, con el objeto de que sean utilizados en labores más importantes que la sola generación de energía eléctrica.

Endesa debe utilizar los derrames del lago Laja, que alcanzan a aproximadamente 47 metros cúbicos, pero no extraer más agua que la que ingresa -por esa vía, estamos camino a su extinción-, con el objeto de mantener el equilibrio ecológico, de atender las necesidades humanas y de riego de los agricultores y de preservar el turismo en la zona. Al respecto, como se recordará, los saltos del Laja eran conocidos no solo en Chile, sino también a nivel internacional, a través de sus postales. Sin embargo, con el paso del tiempo, los saltos del Laja han ido muriendo como consecuencia de lo señalado.

Más adelante, la Sala deberá analizar en profundidad la escasez de agua que nos afecta de norte a sur, porque los programas de agua potable rural son muy lentos para solucionar las necesidades de la gente que vive en nuestros campos, situación que la ha hecho emigrar a las ciudades.

Se requiere una política agresiva para buscar una solución al drama que vive el país en esa materia. Las personas de Santiago no se han dado cuenta de la realidad que afecta a las regiones de Atacama, de Coquimbo, de Valparaíso, del Libertador General Bernardo O´Higgins, del Biobío e, incluso, de Los Lagos.

En ese sentido, me pregunto por qué no se ha atendido el planteamiento que hice hace tres años, en términos de que se debe implementar una política de construcción de embalses a lo largo del país, la cual debería estar a cargo del Ministerio de Obras Públicas, pero con participación del Ministerio de Agricultura, con el objeto de retener la aguas lluvia que se pierden en el mar. De esa forma aseguraríamos que el vital elemento esté a disposición de todos los habitantes del país, para suplir las necesidades que he mencionado.

Respecto del agua potable rural, es fundamental la aplicación de una política rápida para solucionar la formación de bolsones de gente que está tomando agua contaminada, porque no cuenta con el vital elemento. De hecho, en Chile, como nunca antes había ocurrido, se están utilizando miles de camiones aljibe para atender las necesidades de la gente.

En consecuencia, como el problema planteado es de gran sensibilidad y debe constituir un aspecto prioritario de nuestro Gobierno, pido que se oficie a la Presidenta de la República, a fin de que disponga la creación del Ministerio del Agua, con el objeto de atender las necesidades básicas de los seres humanos de nuestro país, de norte a sur.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.34 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe subrogante de la Redacción de Sesiones.

VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN
Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 13.13 horas.
El señor CERONI (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

INSTALACIÓN DE OFICINA DE SERVIESTADO Y DE CAJERO AUTOMÁTICO EN COMUNA DE QUILLÓN, OCTAVA REGIÓN (Oficio)

El señor CERONI (Presidente accidental).- En primer lugar, tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag.
El señor SABAG.- Señor Presidente, Quillón es una comuna eminentemente agrícola de la Región del Biobío. Sus habitantes continuamente necesitan realizar operaciones bancarias para los respectivos negocios que allí se realizan o para llevar a cabo diligencias de tipo personal, porque allí también viven personas que están pensionadas. Sin embargo, dicha comuna no cuenta con un cajero automático ni con una sucursal del BancoEstado donde poder realizar este tipo de operaciones, como cambiar cheques, cobrar sus pensiones, etcétera.

Por lo anterior, solicito oficiar al presidente del consejo directivo de BancoEstado, a fin de que estudie la posibilidad de que se pueda instalar una oficina ServiEstado y un cajero automático en la comuna de Quillón, porque hoy sus habitantes se tienen que trasladar a Bulnes o a Chillán para realizar cualquier tipo de operación bancaria, lo que les significa una pérdida económica y de tiempo bastante importante. 

El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados que así lo indican.

CONSTRUCCIÓN DE NUEVO CENTRO DE SALUD FAMILIAR EN
COMUNA DE QUILLÓN (Oficio)

El señor SABAG.- Señor Presidente, por otra parte, el centro de salud familiar de Quillón, que fue construido en 1982 y atiende a más de 10.000 usuarios, se encuentra en precarias condiciones. 

El box de urgencia tiene dos unidades -de reanimaciones y de procedimientos-, pero no cuenta con la superficie adecuada ni con la privacidad necesaria para la atención de los usuarios. El box multipropósito no cumple con las normas de dimensionamiento ni de materialidad, porque tiene 4,9 metros cuadrados. El área de salud mental está construida fuera del establecimiento principal, con material ligero que no cumple con las normas sobre incombustibilidad, circulaciones, privacidad ni superficie mínima requerida. El acceso universal a algunos recintos no cumple con la norma técnica básica, esto es, contar con un mínimo de 90 centímetros de ancho de los pasillos. La bodega de la farmacia no cumple con las normas sobre infraestructura y almacenamiento de los medicamentos, el que debe realizarse en lugar ventilado y seco, a temperatura ambiental adecuada y con un sistema de almacenaje que posea una superficie lavable y que permita el flujo de aire. El área de esterilización se encuentra en un pasillo. Esta área debe tener restricción al público, lo que es primordial, por tratarse de un recinto estéril. 

El archivo tampoco cumple con las normas, en términos de que debe contar con un sistema de comunicación con los boxes de atención. La bodega de aseo y los baños tampoco cumplen con las normas.

Por ello, pido que se oficie a la ministra de Salud, a fin de solicitarle la construcción de un nuevo centro de salud familiar en un nuevo terreno en la comuna de Quillón, provincia de Ñuble, Región del Biobío, por cuanto reparar o ampliar el actual centro significará muchas incomodidades para los casi 10.000 usuarios que se atienden en él.

He dicho.

El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados que así lo indican.

ASFALTADO DE CAMINOS DE COMUNAS DE SAN PABLO Y SAN JUAN DE LA COSTA, REGIÓN DE LOS LAGOS (Oficio)

El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, en 2013 se realizaron los estudios pertinentes para asfaltar el camino de Osorno a Trumao y el camino hasta Quilacahuín. El asfalto no ha llegado hasta Trumao, sino solo hasta el kilómetro 12,50, pese a que estaba contemplado en el estudio de ingeniería con los recursos financieros asegurados.

Los beneficios a alcanzar, según señalaba el estudio de ingeniería, serían los de mejorar la accesibilidad entre la ciudad de Osorno y los villorrios de Trumao y San Sebastián, y, por ende, de los sectores intermedios conectados a la ruta en estudio; mejorar las condiciones de seguridad, disminuir los tiempos de desplazamiento en la ruta señalada y establecer las bases para contribuir al desarrollo productivo agrícola, forestal, turístico, agroindustrial y social, al acceso a equipamiento, etcétera.

Quilacahuín, que también está considerado en el estudio de ingeniería, es un territorio con alta concentración de población indígena, en el que habitan pequeños y medianos agricultores que poseen cultivos chacareros y forestales. Por lo mismo, se requiere una vía adecuada que posibilite el libre y fluido acceso a esa zona. Hasta hoy solo se ha asfaltado la ruta U-16 en dos etapas, espaciadas en el tiempo: la primera, desde el kilómetro cero hasta el kilómetro 5,3, y la segunda, desde el kilómetro 5,3 hasta el kilómetro 12,5. Faltan los 12,4 kilómetros restantes.

Por ello, solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas, a fin de que disponga que se asfalte el camino a Trumao desde el kilómetro 12,50 -cruce Quilmahue- hasta el kilómetro 24,54, ya sea sobre la base del estudio de ingeniería realizado, del mismo estudio actualizado o de otro estudio, según aconsejen las circunstancias. 

Asimismo, pido que se haga un estudio de ingeniería o se actualice el ya realizado para asfaltar el camino de Quilacahuín -en el cruce Quilmahue con el camino a Trumao- hasta La Misión de Quilacahuín, en la ruta U-170. Dichos caminos están en las comunas de San Pablo y de San Juan de la Costa, respectivamente, en la provincia de Osorno.

He dicho.

El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

FISCALIZACIÓN DE EXTRACCIÓN DE ÁRIDOS EN VALLES DE COMUNAS DE CURANILAHUE Y CAÑETE, PREOCUPACIÓN POR DIAGNÓSTICO MÉDICO DE VECINOS E INVESTIGACIÓN DE DAÑOS AMBIENTALES (Oficios)

El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Manuel Monsalve.

El señor MONSALVE.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero denunciar la verdadera catástrofe ambiental que se está provocando en el valle de Trongol, en particular en el río Trongol, y que está afectando no solo el cauce del río, sino también a todo el entorno y, por lo tanto, a las personas que viven en el valle, ubicado a 12 kilómetros del sector urbano de la comuna de Curanilahue.

La intervención del cauce del río está poniendo en riesgo la salud de la población, debido a la gran cantidad de polvo emanado del intenso tránsito de camiones de alto tonelaje. Además, se están destruyendo los caminos y se contaminan las aguas del río con aceites, petróleo y sedimentos.

La misma situación se está produciendo en otro lugar muy importante de la provincia de Arauco: el valle de Cayucupil, comuna de Cañete. Es un lugar muy hermoso, ubicado cerca de la Piedra del Águila, que el Presidente accidental debe conocer. 

Allí también se está realizando extracción de áridos que está afectando no solo a un valle tan importante, desde el punto de vista medioambiental, sino también la calidad de vida y la salud de los vecinos, debido al tránsito de camiones de carga pesada, a las emanaciones de polvo y a los ruidos. 

Por lo tanto, en primer lugar, pido que se oficie al ministro de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga, con el objeto de que ordene la inmediata fiscalización de la intervención de que está siendo objeto el río Trongol y la extracción de material alrededor de los muros de contención de los puentes del sector, que podrían derrumbarse durante el próximo invierno. Asimismo, para que ordene en forma inmediata una fiscalización de la extracción de áridos que se está realizando en el valle de Cayucupil, comuna de Cañete. 

En segundo lugar, pido que se oficie a la ministra de Salud, señora Helia Molina, a fin de que ordene realizar un diagnóstico médico a la población residente en ambos valles e informe sobre las medidas que se tomarán para proteger su salud ante posibles problemas ambientales.

Asimismo, solicito que se oficie al ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier, con el objeto de que ordene fiscalizar de inmediato los supuestos permisos obtenidos por las empresas correspondientes, la corta indiscriminada de árboles en la ribera del río y el daño ocasionado a la flora y fauna del lugar. 

Además, pido que se investiguen los perjuicios producidos a las unidades productivas de pequeños agricultores y las consecuencias ambientales que se están produciendo, no solo en el sector de Trongol Bajo, comuna de Curanilahue, sino también en el valle de Cayucupil, comuna de Cañete.

Por último, pido que se envíe copia de los oficios al intendente de la Región del Biobío, a los seremis de Obras Públicas, de Salud y de Medio Ambiente de la Región del Biobío; al gobernador de la provincia de Arauco, a los concejos de Curanilahue y Cañete, y a los dirigentes vecinales Jorge Ceballos, presidente de la Junta de Vecinos de Trongol, Leonardo Cuevas y David Villegas, entre otros. 

Voy a dejar todos estos antecedentes en poder de la Secretaría.

El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que lo están solicitando.

CREACIÓN DE UNIVERSIDAD ESTATAL, CENTRO DE FORMACIÓN TÉCNICA Y CENTRO DE FORMACIÓN DE OFICIOS EN PROVINCIA DE ARAUCO
Y COMUNA DE LOTA (Oficios)

El señor MONSALVE.- Señor Presidente, en segundo lugar, pido que se oficie a la Presidenta de la República y a los ministros del Interior y Seguridad Pública y de Educación, a fin de solicitarles el cumplimiento de la medida N° 24 de las 56 anunciadas por la Presidenta de la República para los primeros cien días de su mandato, que se refiere a la implementación de un plan especial para las zonas rezagadas, situación en que se encuentran la provincia de Arauco y la comuna de Lota. 

¿Qué factores se consideran para declarar rezada a una zona? En realidad, son muchos; pero uno que es determinante dice relación con el capital humano. 

En la provincia de Arauco y en la comuna de Lota, de cada cien jóvenes que egresan de 4° medio, solo veinte -es decir, el 20 por ciento- ingresan a una institución de educación superior. Pero esta no es la realidad de Chile, porque actualmente cerca del 45 por ciento de los jóvenes de entre 18 y 25 años están estudiando en alguna institución de educación superior. Esta brutal desigualdad en el acceso a la educación superior es, tal vez, una de las causas fundamentales del rezago y atraso de la provincia de Arauco y de la comuna de Lota, en cuanto a empleo, crecimiento económico e indicadores sociales. 

Como es necesario corregir esta realidad, pido que en el plan de zonas rezagadas se incluyan tres medidas que considero centrales.

Primero, como la Presidenta de la República enviará al Congreso Nacional un proyecto de ley para la creación de dos universidades estatales, le solicito que considere la creación de tres universidades estatales, de manera que una de ellas sea instalada en la cuenca del carbón, en una de las zonas más rezagadas del país: la provincia de Arauco y la comuna de Lota.

Segundo, pido que, cuando se creen los centros de formación técnica estatales que están considerados dentro del programa, uno de ellos se instale en la provincia de Arauco. 

Tercero, que se evalúe la instalación de una institución de formación de oficios que permita capacitar a los jóvenes que no ingresan a la universidad ni a un centro de formación técnica y que actualmente son obreros, es decir, mano de obra no calificada, que requieren una certificación de oficios. Esta función, que hace algunas décadas desarrollaba el Inacap, hoy solo la lleva a cabo el sector privado, que no está presente en la provincia de Arauco. 

He dicho.

El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

ACEPTACIÓN DE RETIRO VOLUNTARIO DE FUNCIONARIA DE HOSPITAL DE CURACAUTÍN AFECTADA POR CÁNCER TERMINAL (Oficios)

El señor MONSALVE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, en primer lugar, pido que se oficie a la ministra de Salud, con el objeto de que acoja la solicitud de retiro voluntario, en la segunda postulación, presentada por la funcionaria Sara Eliana Bascur Mardones, cédula de identidad 
N° 4.994.891-3, que ingresó al servicio el 1° de octubre de 1970. La señora Bascur tiene 44 años de servicios, tiene grado 16 y trabaja en el hospital de Curacautín.

Pido que su solicitud de retiro voluntario sea acogida en el segundo llamado a postulación a retiro, toda vez que se trata de una funcionaria de gran trayectoria y que padece una grave enfermedad: cáncer pancreático terminal. Ella está con licencia desde el 10 de diciembre de 2013 y, como no tiene posibilidad alguna de recuperación, solicito a la ministra de Salud que acoja su solicitud de retiro voluntario.

Además, pido que se envíe copia del oficio y de mi intervención al director del Servicio de Salud Araucanía Norte y al director del Hospital de Curacautín.

El señor MONSALVE (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

CONSTRUCCIÓN DE CICLOVÍA EN CARRETERA QUE UNE VICTORIA
CON TRAIGUÉN (Oficios)

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, en segundo término, pido que se oficie a la seremi de Transportes y Telecomunicaciones y al director de Vialidad de la Región de La Araucanía, a fin de que la Dirección de Vialidad lleve a cabo un proyecto de construcción de una ciclovía de dos kilómetros de longitud en la ruta que une Victoria con Traiguén, que sea financiada con recursos de la “ley espejo” del Transantiago.

En ese tramo de dos kilómetros existen muchas industrias y aserraderos en los cuales trabajan muchas personas que se transportan en bicicleta, pero en condiciones de inseguridad. Por eso, es indispensable la construcción de una ciclovía que la Dirección de Vialidad podría financiar con recursos de la “ley espejo” del Transantiago, el Fondo de Apoyo Regional.

Asimismo, pido que se envíe copia del oficio al concejo de la comuna de Victoria.

El señor MONSALVE (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

CONCESIÓN DE AUTONOMÍA A SEDE VICTORIA DE
UNIVERSIDAD ARTURO PRAT (Oficios)

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, en tercer lugar, solicito que se oficie al ministro de Educación, con el objeto de que en el plan de apoyo a las zonas rezagadas considere dos medidas urgentes en beneficio de la Región de La Araucanía.

La primera, que la Universidad Arturo Prat, que es estatal, otorgue autonomía a la sede de Victoria, de manera que no tenga que depender de las decisiones administrativas que se toman en Iquique. La sede de Victoria debe ser autónoma para que pueda aportar al desarrollo de la provincia de Malleco, a la investigación, a la docencia y a la extensión. Además, es un antiguo anhelo de toda la comunidad mallequina.

No estoy pidiendo que se cree una nueva universidad -como digo, la Universidad Arturo Prat ya tiene una sede en Victoria-, sino que esa sede tenga una autonomía que le permita proyectarse y tomar decisiones que sean un aporte al desarrollo de la provincia más pobre de la región más pobre del país, como es la provincia de Malleco.

Solicito que se envíe copia de este oficio a la Presidenta de la República, a la subsecretaria de Educación, al intendente de la Región de La Araucanía, al Consejo Regional y al alcalde y concejales de la comuna de Victoria.

El señor MONSALVE (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

UBICACIÓN DE FUTURO CENTRO DE FORMACIÓN TÉCNICA EN
COMUNA DE LAUTARO (Oficios)

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, en segundo lugar, solicito que se oficie al ministro de Educación, a fin de pedir que el futuro centro de formación técnica estatal que se instalará en la Región de La Araucanía se construya en la comuna de Lautaro, toda vez que esa ciudad tiene un importante parque industrial construido gracias a una alianza público-privada.

La comuna de Lautaro tiene un número significativo de empresas, por lo que está llamada a ser el gran centro industrial y tecnológico de la Región de La Araucanía. Por eso, considero que debe ser en esa comuna donde debe situarse ese centro de formación técnica estatal, puesto que allí están dadas todas las condiciones para que se desarrolle de buena forma.

De esa manera, el trabajo que se ha venido realizando durante muchos años en la comuna de Lautaro se vería coronado con la instalación de ese centro de formación técnica.

Solicito que se envíe copia de este oficio a la Presidenta de la República, a la subsecretaria de Educación, al intendente de la Región de La Araucanía, al Consejo Regional y al alcalde y concejales de la comuna de Lautaro.

El señor MONSALVE (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

SOLUCIÓN A PROLONGADA ESPERA PARA CIRUGÍA DE PACIENTE AFECTADA POR QUISTE HIDATÍDICO (Oficios)

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, por último, pido que se oficie a la ministra de Salud, con copia a la Comisión Defensora Ciudadana y Transparencia, a objeto de que pueda dar respuesta a la situación que afecta a la señora Gloria Yazmín Barriga Cruz, cédula de identidad N° 14.439.876-9, domiciliada en calle Aurelio Letelier N° 400, de la comuna de Melipeuco, quien sufre un quiste hidatídico, con derrame pulmonar. 

Su médico tratante, el doctor Aedo, de la comuna de Melipeuco, tiene en su poder todos sus exámenes; pero, a pesar de estos antecedentes, desde hace dos años ella se encuentra en lista de espera para una cirugía en el hospital regional de Temuco.

Además, solicito que se envíe copia de mi intervención a la persona afectada.

He dicho.

El señor MONSALVE (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.32 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe subrogante de la Redacción de Sesiones.

IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Oficio del Senado. (Boletín N° 9.069-07)


“Valparaíso, 22 de abril de 2014.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado las enmiendas introducidas por esa Honorable Cámara al proyecto de reforma constitucional que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país, correspondiente al Boletín N° 9.069-07.


Hago presente a Vuestra Excelencia que las referidas enmiendas fueron aprobadas con el voto conforme de 28 Senadores, de un total de 37 en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 11.231, de 16 de abril de 2014.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): ISABEL ALLENDE BUSSI, Presidenta del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”

2. Nuevo Primer Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y
Justicia recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley N° 19.496, con el
objeto de permitir la solicitud de indemnización por daño moral en las
demandas colectivas (boletín N° 6.904-03-1)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, de conformidad con lo dispuesto en la letra b) del artículo 111 y artículo 217, ambos del Reglamento de la Corporación, viene nuevamente en informar, en primer trámite constitucional, el proyecto de la referencia, originado en una moción de la ex diputada señora Goic, doña Carolina y de los diputados señores Chahin, don Fuad; Ojeda, don Sergio; Walker, don Matías; Saffirio, don René y Torres, don Víctor.


Durante el análisis de esta iniciativa la Comisión contó con la colaboración del Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


1) La idea matriz o fundamental del proyecto tiene por objeto modificar la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de permitir solicitar la indemnización del daño moral sufrido por el consumidor en las acciones colectivas por indemnización de perjuicios patrimoniales.


Con tal finalidad introduce modificaciones en la ley N° 19.496 para:


a) Permitir que las indemnizaciones de perjuicios que se determinen en las demandas colectivas, se extiendan también al daño moral sufrido por el actor.


b) Facultar al juez para que en estos juicios indemnizatorios forme grupos y subgrupos atendiendo a las características comunes de los consumidores, a fin de determinar el daño moral.


c) Permitir al juez abrir en estos litigios un término probatorio, no superior a veinte días, para los efectos de que se alleguen al proceso antecedentes de hecho necesarios para la determinación del daño, tanto patrimonial como moral.


d) Facultar al juez para que cuando señale en su sentencia que determinados consumidores o categorías de consumidores, tienen derecho a recibir indemnización por daño moral, pueda siempre conceder esta indemnización en un monto equivalente a la del daño patrimonial, salvo que estimare haber fundamento para conceder un monto superior.


e) Disponer que sólo por razones fundadas, de las que dejará constancia en la sentencia, podrá el juez declarar que no obstante ser procedente la indemnización por daño patrimonial, no lo es por el daño moral, y


f) Establecer que para la determinación de la procedencia o la cuantía de la indemnización por el daño moral, el juez deberá aplicar las reglas de la sana crítica.


2) Normas de carácter orgánico constitucional.


No hay normas en tal sentido.


3) Normas de quórum calificado.


No hay.


4) Requiere trámite de Hacienda.


No.


5) Se designó Diputado Informante al señor Chahin, don Fuad.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


Los patrocinantes de la moción exaltan la necesidad de fortalecer el funcionamiento de la economía, para lo cual estiman indispensable la protección de los consumidores como condición para que el mercado funcione bien. No obstante, señalan que esta circunstancia no siempre es comprendida, como lo demuestra el hecho de que empresas que se encuentran en una posición dominante en la relación de consumo, no se esfuerzan lo necesario para la entrega de un servicio o producto de la calidad esperada y pactada. Citan al efecto los deterioros producidos en las viviendas con ocasión del terremoto de febrero de 2010, la lenta reparación y provisión de algunos servicios como el eléctrico y la telefonía celular, todo lo cual haría indispensable contemplar la posibilidad de los usuarios de accionar por sus derechos conculcados.


Agregan que en tal sentido, la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor no solamente brinda apoyo a éstos desde el punto de vista del daño material que sufren, sino también de los eventuales daños morales que pueden afectarlos, como expresamente lo consagra su artículo 3°, sin perjuicio, además, de la garantía constitucional establecida en el N° 1 del artículo 19 de la Carta Política, el que asegura el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona.


A continuación definen el daño moral como todo menoscabo o detrimento de un bien no patrimonial en cuanto afecta la integridad psíquica del individuo, señalando como ejemplos de este tipo de daño la alteración en la tranquilidad de espíritu, las molestias personales, la inversión de tiempo en la solución de un problema, etc.


Explican que este concepto se fundamentaría en el sufrimiento, en el trastorno psicológico, en la afectación espiritual de la persona, agregando que parte de la doctrina no asigna consecuencia pecuniaria alguna a este tipo de daño al que considera agotado en el ámbito de la personalidad, pero otra parte de ella distingue entre daño moral puro y daño moral con consecuencias patrimoniales, el que da lugar a la indemnización en la medida que se acredite.


Señalan que el daño moral, que viene a ser el detrimento que experimenta una persona en su honor, su reputación, su integridad física o psicológica, sus afectos, su estabilidad y unidad familiar, y, en general sus atributos o cualidades morales, está contemplado como causante de indemnización en la ley N° 19.496, pero el artículo 51 N° 2 de esa misma ley, impide que las indemnizaciones que se determinen en el procedimiento iniciado por demandas colectivas, se extiendan al daño moral sufrido por el actor.


Agregan que las demandas colectivas que, de acuerdo a esta ley, pueden iniciarse por el Servicio Nacional del Consumidor, las asociaciones de consumidores establecidas o por cincuenta o más consumidores afectados, persiguen que materias de interés difuso o colectivo que afectan a un conjunto de consumidores, sean discutidas en un solo procedimiento ante un juez civil, siendo una de sus particularidades que la sentencia opera bajo el principio de “erga omnes”, es decir, afecta a todos a quienes se encuentren en la misma situación, aun cuando no hayan sido parte en el juicio.


Recuerdan que este tipo de acción ya era conocida en el Derecho Romano mediante el ejercicio de acciones que cautelaban intereses supraindividuales y, en el derecho comparado, existen en la legislación norteamericana, las llamadas “acciones de clase” que agrupan o representan judicialmente a un conjunto de personas unidas por situaciones de hecho o de derecho similares, que persiguen una reparación económica por un daño sufrido o, en menor medida, una determinada declaración de un tribunal.


Consideran indispensable que se pueda obtener la indemnización del daño moral por la vía de las acciones colectivas, por cuanto los productos y servicios defectuosos ocasionan perjuicios no sólo de naturaleza material sino también moral, por lo que restringir la obtención de indemnización por estos últimos tratándose de acciones colectivas, truncaría los derechos de los consumidores organizados.


Añaden que al estudiarse las modificaciones a la ley N° 19.496 o Ley del Consumidor, que dio origen a la ley N° 19.955, no se hizo distinción alguna en el correspondiente mensaje acerca de la forma de perseguir la indemnización del daño moral, es decir, por medio de acciones individuales o colectivas, modificación que se hizo posteriormente en el segundo trámite constitucional, en virtud de una indicación senatorial y de la cual no hay constancia de sus fundamentos en la historia de esta ley.


Creen, finalmente, que la premura en despachar la iniciativa, llevó a evitar el trámite de la comisión mixta, en la que podría haberse superado este problema.

II. SÍNTESIS DE LA DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN Y ACUERDOS ADOPTADOS.

1.- Debate previo.


El diputado señor Chahin recordó que la moción pretende corregir una anomalía de la ley N° 19.496, en lo que dice relación con el procedimiento para la tramitación de demandas cuando se vea afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores. Hizo presente que, en el texto aprobado en su oportunidad por la Cámara de Diputados, se permitía, originalmente, extender al daño moral las demandas que afectan al mencionado interés colectivo. Sin embargo, en el Senado se estableció que las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento, no podrán extenderse al daño moral sufrido por el actor. Las razones que se invocaron fue evitar que se genere la llamada “industria del reclamo”.


Manifestó que han sido escasas las demandas colectivas que se han presentado desde que entró en vigencia la norma que así lo permite. Por tanto, no se ha generado aquella temida industria.


Recordó que nuestro Código Civil permite que demande todo tipo de daño, sea patrimonial o extrapatrimonial.


Indicó que algunos han fundamentado su oposición al proyecto en la presunta inexistencia de un daño moral colectivo. Sin embargo, sostuvo que cuando se ejercen acciones colectivas no se demanda la reparación de un determinado daño emergente o lucro cesante, sino que se exige la indemnización de un conjunto de daños patrimoniales individuales que se reclaman colectivamente. Vale decir, se trata de un procedimiento colectivo que tiene por objeto reparar un conjunto de daños particulares.


Añadió que el procedimiento constituye el vehículo para demandar daños particulares, por lo que perfectamente resulta posible incluir la reparación de un daño moral individual.


También se ha sostenido que la entidad del daño moral es diversa para cada persona. Al respecto señaló que lo mismo ocurre con el daño patrimonial.


Asimismo, destacó que el juez cuenta con la facultad de ordenar, de acuerdo a las características que les sean comunes, la formación de grupos y, si se justificare, de subgrupos, para declarar la procedencia de las correspondientes indemnizaciones o reparaciones y el monto de la indemnización o la reparación a favor del grupo o de cada uno de los subgrupos, cuando corresponda. Lo mismo podrá hacer respecto del daño moral.


Recalcó que existen muchos casos en que el daño más relevante será el daño moral. A vía de ejemplo, mencionó el colapso de la telefonía móvil después de una catástrofe natural. Probablemente, en tal caso, el daño patrimonial fue bastante menor o nulo. Sin embargo, la impotencia o dolor de sentirse incomunicado con la familia fue mucho mayor.


Más aún, este Congreso Nacional prácticamente por unanimidad, aprobó la posibilidad de demandar el daño moral mediante procedimientos colectivos, por daños causados en los inmuebles luego del terremoto. Por tanto, se ha reconocido la posibilidad de demandar daño moral en procedimientos colectivos para un tipo particular de daños. Preguntó qué razón existe para excluir otro tipo de daños.


El Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz expresó que el artículo 3° de la ley N°19.496 establece que son derechos y deberes básicos del consumidor: letra e) “El derecho a la reparación e indemnización adecuada y oportuna de todos los daños materiales y morales en caso de incumplimiento de cualquiera de las obligaciones contraídas por el proveedor y el deber de accionar de acuerdo a los medios que la ley le franquea.”Al respecto, indicó que este principio obliga a reparar los daños materiales y morales generados a partir de cualquier obligación contraída por el proveedor y no solamente las de naturaleza contractual. Añadió que existen obligaciones pre contractuales. A vía de ejemplo, mencionó que el proveedor tiene la obligación de precaver daños a la seguridad y a la salud de los consumidores.


Por su parte, el artículo 51 N°2 dispone que “Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento (colectivo) no podrán extenderse al daño moral sufrido por el actor. Por tanto, se consagra una restricción al principio general antes enunciado.


Añadió que la obligación de indemnizar el daño moral también se desprende del Código Civil, tanto en materia de responsabilidad contractual como extracontractual.


Señaló que, en la doctrina, la responsabilidad extracontractual por daño moral es reconocida para los daños colectivos o difusos en el caso de productos defectuosos. En esta hipótesis resulta patente que la mera reparación de los daños materiales no alcanza a cubrir todas las hipótesis de daño. En el caso de los productos defectuosos los daños más intensos no se producen a propósito de lo material, sino a partir de lo que el daño moral intenta cautelar. En este caso, los bienes jurídicos protegidos a través de la indemnización por daño moral son la integridad física y síquica.


En este sentido preguntó por qué no reconocer que los consumidores pueden verse afectados en su integridad física o síquica, tratándose de casos colectivos.


Manifestó que como consecuencia de la exclusión del daño moral se genera una falta de incentivos al cumplimiento por parte del proveedor, compensaciones insuficientes, entre otros efectos.


Destacó que existe una contradicción entre el estatuto de protección al consumidor con normas generales y sectoriales. Es así como la ley N°20.443 permite demandar el daño moral en acciones colectivas.


Al repasar la historia de la ley N°19.955 es posible constatar que los senadores Chadwick y Novoa incorporaron una indicación proscribiendo el daño moral. Esta limitación se basaba en un eventual daño a la actividad económica debido a la creación de una supuesta “industria del reclamo”. Es así como se incorporó, explícitamente, como un resguardo para no repetir “malas experiencias” de otros países. Destacó que no existen más razones en la historia de la ley, salvo el temor al uso intensivo del procedimiento colectivo. 


Afirmó que se temía que se repitiera la experiencia ocurrida en Estados Unidos con las llamadas “class action”.


Por otra parte, informó que los antecedentes con que cuenta el Servicio Nacional del Consumidor demuestran que si bien ha existido un aumento en las compensaciones, éste en caso alguno ha sido de carácter explosivo, sino más bien paulatino, como se aprecia en la siguiente lámina:
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Hizo presente que en casos como La Polar, Cencosud y el propio Banco Estado se han decretado compensaciones bastante elevadas.


A continuación expuso una lámina que contiene cifras sobre mediaciones colectivas, juicios de interés general y juicios de interés colectivo:
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En la imagen se puede apreciar que el año 2010 existieron tres juicios de interés colectivo. El año 2011 la cifra aumentó a veintitrés, el año 2012 ascendió a diecisiete y el 2013 bajó a catorce. Vale decir, tampoco se ha registrado una explosión de juicios.


Lo que ocurre con los juicios de interés colectivo contrasta con lo que sucede con los juicios de interés general, donde si ha existido una tendencia al alza en forma ininterrumpida. Estos últimos juicios se vinculan a presentaciones que efectúa el Servicio Nacional del Consumidor en representación del interés general, a propósito de determinadas causas individuales. Esta alza se explica por el número de transacciones que se realizan en diversos mercados del país.


En relación con el número de reclamos expuso la siguiente lámina:
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El año 2013 se registran 311.756 reclamos, de los cuales sólo el 2,78% se asocia al interés colectivo. Estas cifras demuestran que las aprensiones que existieron para rechazar el daño moral en acciones colectivas no se ajustaban a la realidad.


De las cifras expuestas se desprende que para ampliar la protección de los derechos de los consumidores parece necesario inyectar incentivos para el cumplimiento de la ley para los casos que involucren a una colectividad; que el alza compensaciones no es consistente con alza de reclamos, considerando que el año 2012 se recibieron 40 mil reclamos por el caso La Polar y que los juicios de interés general van en alza sostenida, no así los juicios colectivos. 


Manifestó que existen dificultades para que las propias empresas adopten medidas y eviten los daños masivos a los consumidores.


Reiteró que el artículo 3°, letra e), consagra expresamente el principio de indemnidad. La reparación íntegra comprende cualquier daño sufrido con ocasión del hecho infraccional. Agregó que el daño moral como institución pretende asegurar el respeto de este principio.


Añadió que las acciones colectivas pretenden alcanzar mayor eficiencia en materia procesal. En el derecho comparado, la regla XXIII, sobre acciones colectivas, se encuentra en el Código de Procedimiento Civil, por lo que no sólo se pueden utilizar en juicios sobre derechos del consumidor, sino también en otros juicios, como el medioambiente, infracciones laborales, entre otros. Además se pueden utilizar no sólo respecto de colectivos de demandantes, sino también para demandados.


El mecanismo de las acciones colectivas es una forma de acelerar el proceso cuando los costos de transacción que enfrentan los consumidores son altos. Esta razón, debe aplicarse a todo daño. No hay fundamento para otorgar al daño moral un trato diverso. Tales costos de transacción son los mismos para los consumidores, y se producen a propósito de cualquier infracción masiva, como por ejemplo, productos defectuosos, suspensión de servicios básicos, incumplimientos en materia de transporte, de prestaciones de salud, entre otras. La única diferencia consiste en que en alguno de los casos mencionados el daño moral es de mayor intensidad que en otros.


Destacó que la inclusión del daño moral puede constituir un fuerte incentivo al cumplimiento de la ley. Asimismo, incentiva al consumidor a accionar contra vulneraciones a sus derechos por expectativa de compensación íntegra. El sistema de grupos permite compatibilizar el principio de la economía procesal con el principio de la indemnidad, ya establecido en la ley.


Expresó que durante la discusión de esta iniciativa se hizo presente que resulta impracticable utilizar las propias normas de la ley para tratar el daño moral. Afirmó que no compartía tales aprensiones. El régimen establecido para el procedimiento colectivo otorga al juez la posibilidad de formar grupos y subgrupos, que compartan las mismas calidades respecto no solo de lo material, sino también del daño moral.


Recordó que la profesora Domínguez sostuvo que para que sea factible la modificación propuesta, el daño moral debe ser relevante. Al respecto compartió que en los casos antes expuestos de infracción masiva de derechos ello resulta de toda lógica. El principio de economía procesal consagrado en la ley permite al juez efectuar tal determinación y someter el caso a las normas probatorias existentes.


Por último, hizo presente que en el derecho español la ley de Enjuiciamiento Civil no distingue el daño a indemnizar, sino que sigue la regla general de indemnizar “todo daño” (Art. 11 acciones de clase). Por su parte, en el caso del derecho estadounidense el concepto de “punitive damages” es algo diverso. Aquí se persigue entregar una señal fuerte que prevenga la infracción masiva. Equilibra el concepto de indemnización de perjuicios con un principio disuasivo y compensatorio.


En conclusión, manifestó que la exigencia de compensar a los consumidores de manera íntegra agregado a la necesidad de inyectar eficiencia al sistema de protección del consumidor a través de instituciones disuasivas convergen en esta reforma. Va en la dirección correcta. Sin embargo, para prevenir injusticias, la facultad de dividir en grupos y subgrupos a los consumidores, consagrada en el artículo 53 A de la ley, constituye un correctivo a eventuales incertidumbres, ya que permite controlar jurisprudencialmente los montos y alcances de los daños dependiendo de los hechos que los generan y sus afectados


Informó que en los Juzgados de Policía Local, hoy individualmente se puede reclamar el daño moral. El total recaudado en beneficio de los consumidores durante el año 2013 asciende a $261.000.000, que comprende daño moral, daño directo y montos por avenimiento. En lo corrido del año 2014 la cifra alcanza a cerca de $28.000.000. En ambos casos el daño moral no supera el 25% de los montos señalados. Ello demuestra que nuestra jurisprudencia ha sido prudente en el ejercicio de sus facultades.


Reiteró que ya se permite demandar el daño moral en acciones colectivas, como lo demuestra el artículo 19 de la ley N°20.443.


El diputado señor Chahin señaló que en el caso de La Polar se fijó un daño moral en el avenimiento, pese a que éste no podía ser demandado en acciones colectivas. Ello a raíz de la presión comunicacional ejercida.


Hizo presente que el daño moral lo determina el juez en ejercicio de sus facultades prudenciales. Si es efectivo que por la vía jurisprudencial se han establecido ciertos criterios para su determinación.


Añadió que no estaba de acuerdo con el contenido del artículo 53 B bis introducido por la Comisión de Economía. Al respecto informó que éste se incorporó con el propósito de alcanzar un acuerdo que permita aprobar el proyecto. Algunos diputados preferían que se establecieran algunos parámetros o límites a la indemnización por daño moral. Estimó que es preferible que ello quede entregado al criterio del juez. Preguntó al Director del Servicio Nacional del Consumidor su opinión sobre la materia.


El diputado señor Squella señaló que si bien entendía los argumentos a favor de la moción que se fundamentan en la aplicación del principio de economía procesal, en el caso del daño moral, como sostuvo el profesor Vial en su oportunidad, si bien se puede objetivar, en los efectos concretos de las personas, resulta totalmente subjetivo. Estimó muy complejo el ejercicio de aquella facultad del juez que le permite reunir a los demandantes en grupos o sub grupos.


Añadió que una norma como la que se discute promueve el litigio. Lo preferible es procurar que las personas resuelvan sus dificultades en forma individual.


Compartió los dichos emitidos por la profesora Domínguez, quien sostuvo que el daño moral emana de un incumplimiento contractual.


Recalcó que el no permitir la demanda del daño moral en acciones colectivas no deja en la indefensión a persona alguna. Si alguien se siente afectado puede demandar individualmente el daño moral.


El diputado señor Soto recordó que, en su oportunidad, se argumentó que el permitir la presentación de acciones colectivas demandando el daño moral permitiría la proliferación de la llamada “industria del reclamo”. Al respecto aseveró que, por el contrario, el proscribir este tipo de demandas en tales acciones ha permitido la “industria del abuso”.

Expresó que, en el caso del servicio prestado por empresas de agua potable, el daño efectivo de cortes no programados está dado por la privación del consumo en un determinado momento. La compensación que se otorga se limita a al tiempo en que el servicio estuvo interrumpido. Sin embargo, los padecimientos que sufre una familia que no cuenta con el servicio son inconmensurables.


Señaló que la solución debe apuntar al establecimiento del llamado “daño punitivo”. En esta institución el daño sufrido por la persona en forma individual es irrelevante. El juez debe efectuar una valoración colectiva y fija la compensación no en base al daño sufrido por cada persona, sino como una sanción ejemplificadora al proveedor que genera el daño colectivo. Con ello se otorga al juez la facultad de determinar el monto de la indemnización sin atender a los daños individuales. Asimismo, compele a los proveedores que incumplen sus obligaciones a evitar que se produzca una reiteración de la infracción en lo sucesivo.


Destacó que a algunas empresas hoy les resulta más conveniente pagar las eventuales indemnizaciones que se determinen a solucionar el problema que generó la infracción.


Hizo presente que hoy ya existe en nuestro ordenamiento jurídico la indemnización por daños punitivos. Extrañamente se ha establecido en beneficio de las empresas concesionarias de las autopistas. Es así como se les permitía a tales empresas el cobro de hasta cuarenta veces el valor del pago omitido.


El diputado señor Saffirio manifestó que el daño moral existe en ámbitos regulados por la ley de derechos del consumidor. La discusión debe centrarse si tal daño moral es susceptible de ser perseguido mediante el ejercicio de acciones colectivas. Por tanto, este debate es sólo de carácter formal. La sola circunstancia que exista el derecho debe conducir al propósito de establecer un procedimiento expedito para reclamarlo. Indicó que se genera una sensación de impunidad desde el punto de vista del proveedor del servicio, y de impotencia, desde la perspectiva del usuario, cuando se obliga a este último a ingentes esfuerzos procesales para alcanzar un resultado minúsculo.


El Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, compartió la visión del diputado Chahin, en orden a que resulta preferible eliminar el artículo 53 bis B. Su redacción refleja cierto temor ante las demandas por daño moral en acciones colectivas.


Sugirió entregar el monto de la indemnización por daño moral a la determinación del juez.


Respecto a los comentarios efectuados por el diputado Squella, sostuvo que si bien compartía los dichos de varios profesores que en su oportunidad concurrieron ante esta Comisión, tales comentarios reflejan un sesgo “civilista”, que tiende a homologar las situaciones descritas en la ley del consumidor con lo meramente contractual. Esta ley contiene normas de orden público económico que exceden lo meramente contractual. Se trata de regular la relación de consumo, la que no sólo se vincula con la norma contractual, sino también con asuntos como la no discriminación arbitraria, la protección de la dignidad del consumidor, la seguridad del producto, entre otras materias.


Por último, compartió los dichos del diputado Saffirio en torno a la necesidad de distinguir lo meramente formal de lo sustantivo. Hoy existe el derecho, como lo demuestran los fallos de los Juzgados de Policía Local que así lo reconocen. Hoy las personas que han sido indemnizadas por un juicio colectivo, deben recurrir con tales antecedentes a un juicio indemnizatorio para que se les repare el daño moral, lo que en la práctica hace imposible el ejercicio del derecho.

2.- Acuerdos adoptados.


En cumplimiento del mandato conferido por la Sala, y a diferencia de lo propuesto en su primer informe, el que recomendaba rechazar el artículo único del texto de la Comisión de Economía, Fomento; Micro, Pequeña y Mediana Empresa, Protección de los Consumidores y Turismo, vuestra Comisión procedió a efectuar, nuevamente, el análisis y votación del referido artículo, con el siguiente resultado:

Votación particular


Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores:

N°1


Propone suprimir la prohibición de extender al daño moral las indemnizaciones que se determinen en el procedimiento aplicable cuando se vea afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores, consagrado en el artículo 51 del referido cuerpo legal.


Sometido a votación el numeral 1) del artículo único propuesto por la Comisión de Economía, fue aprobado por seis votos a favor y cuatro en contra. 


Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René y Soto, don Leoardo.


Votaron en contra los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 2


El artículo 53 A de la ley N°19.496 dispone que durante el juicio y hasta la dictación de la sentencia definitiva inclusive, el juez podrá ordenar, de acuerdo a las características que les sean comunes, la formación de grupos y, si se justificare, de subgrupos, para los efectos de declarar la procedencia de las correspondientes indemnizaciones o reparaciones y el monto de la indemnización o la reparación a favor del grupo o de cada uno de los subgrupos, cuando corresponda y disponer la devolución de lo pagado en exceso y la forma en que se hará efectiva, en caso de tratarse de procedimientos iniciados en virtud de un cobro indebido de determinadas sumas de dinero.


El numeral 2), propuesto por la Comisión de Economía, faculta al juez para establecer un ordenamiento por grupos y subgrupos, de acuerdo a las características comunes de los consumidores, para efectos de determinar el daño moral.


Sometido a votación este numeral fue aprobado por seis votos a favor y cuatro en contra. 


Votaron a favor los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René y Soto, don Leoardo.


Votaron en contra los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

N° 3


Este numeral propone añadir el siguiente artículo 53 B bis, nuevo:


“Artículo 53 B bis.- El juez podrá abrir un término probatorio, por un plazo no superior a veinte días corridos, en todos aquellos casos en que estime que para la determinación del daño, sea patrimonial o moral, requiera de antecedentes de hecho que no se encuentren agregados al proceso.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, cuando el tribunal declare en la sentencia que determinados consumidores o categorías de consumidores tienen derecho a recibir indemnización por daño moral, podrá siempre conceder éste en un monto equivalente a la indemnización por daño patrimonial, salvo que estimare haber fundamento para conceder un monto superior. Sólo por razones muy fundadas, que explicitará en su sentencia, podrá declarar que siendo procedente el pago de indemnización por daño patrimonial no lo es el pago por daño moral.


Para la determinación de la procedencia o la cuantía de la indemnización por daño moral en los juicios de que trata este párrafo, el juez procederá conforme a las reglas de la sana crítica."


Sometido a votación el numeral 3) fue rechazado por la unanimidad de los diputados presentes, señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

-o-

Tratado y acordado en sesión de 16 de abril de 2014, con la asistencia de la diputada señora Turres, doña Marisol y de los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo (Presidente); Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.


Sala de la Comisión, a 16 de abril de 2014.

(Fdo): JUAN PABLO GALLEGUILLOS JARA, Abogado Secretario de la Comisión.”

3. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol N° 2.489-13-INA

“Santiago, 16 de abril de 2014.


Oficio N° 9.778


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 15 de abril de 2014, en el proceso Rol N° 2.489-13-INA, sobre requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad deducido por Hipermercado Arauco Limitada y otros respecto del inciso tercero del artículo 53 del Código Tributario.


Saluda atentamente a V.E.


(Fdo.): MARISOL PEÑA TORRES, Presidenta; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E.

EL PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON ALDO CORNEJO GONZÁLEZ

VALPARAÍSO.”

4. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol N° 2513-13-INA

“Santiago, 15 de abril de 2014.


Oficio N° 9.773


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 15 de abril en curso, en los autos Rol N° 2513-13-INA, sobre acción de inaplicabi-


lidad por inconstitucionalidad presentada por Myriam Fischmann Torres respecto del artículo 2331 del Código Civil.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): MARISOL PEÑA TORRES, Presidenta; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON ALDO CORNEJO GONZÁLEZ

VALPARAÍSO.”
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista; IC: Izquierda Ciudadana y Partido Liberal de Chile.





